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L¡c. MANUEL ANTULIO GUERRA RIVERA
Abogado y Notario

16 c€.lle 245 Zona 2, Ciudad de Guatemala

Guatemala. 27 de sept¡embre de 2012

Doctor Bonerge Am¡lcar Mejía Orellana.

Jefe de la Unidad de Asesoría de Tes¡s de la

Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la

Universidad de San Carlos de Guatemala.

Apreciable Doctor:

Me es grato informarle, que en cumplimiento a la resoluc¡ón de fecha once de

septiembre de dos m¡l siete, dictada en la Un¡dad de Asesoría de Tes¡s, en la cual se

me acepta como asesor de tes¡s de¡ Bachiller RONALDO BALAN RUIZ, del tema

int¡tulado ,,NECESIDAD DE REGULAR UN PROCESO ESPECIAL PARA EJECUTAR

CIVILMENTE AL ESTADO DE GUATEMALA", he cumpl¡do con todas las atr¡buc¡ones

que me fueron asignadas en el nombramiento respéctivo, por lo que para el efecto me

permito émitir el siguiente DICTAMEN:

De cónform¡dad a lo establecido en él artículo 32 del Normativo para la Elaborac¡ón de

Tesis de Licenc¡atura en Ciencias Juríd¡cas y Soc¡ales y del Examen General Público, el

trabajo abarc€ las etapas del conoc¡m¡ento c¡entífico, en v¡rtud de que la recolección de

¡nformac¡ón fue de mucho apoyo para la ¡nvest¡gación, así como resalta la ut¡lizac¡ón de

Ios métodos deductivo y principalmente el analít¡m y la util¡zación de las técnicas dé

invest¡gac¡ón b¡b¡iográfica y documental que motivaron la recolección de b¡bl¡ografía

actualizada.



El trabajo real¡zado es muy completo, ya que en él se ¡ncorporan aspectos m;;Q-i/
importantes que se deben tomar en cuenta para entablat un proceso de Ejecuc¡ón en

contra del Estado, tomando en cuenta las características que lo hacen un ente especial

y, lo más interesante es que a la vez se hace una propuesta de ley, en el cual se

contempla un proceso especial para poder ejecutar c¡v¡lmente al Estado de Guatemala.

Cons¡dero que el trabajo de tesis elaborado por el bachiller Ronaldo Balan Ru¡z,

reúne los requ¡sitos establecidos en el artículo 32 del nomat¡vo para elaborac¡ón de

tesis de licenciatura en C¡encias Juríd¡cas y Sociales y del Examen General Públ¡co,

habiendo manejado una metodología pertinente, así como la redacc¡ón ha s¡do clara y

práctica para fác¡l comprensión del lector, por lo que en virtud de lo anter¡or emito

DICTAMEN FAVORABLE, siendo procedente continuar con el trám¡te respect¡vo.

Colegiado No. 1756
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UNIDAD ASESORíA DE TESIS DE LA FACULTAD DE CIENCIAS JURÍDICAS
Y SOCIALES Guatemala, 22 de octuúe de 2012.

Ateniamente, pase al LICENCIADO CARLOS HUMBERTO GIRON MENDEZ,
para que proceda a revisar el irabajo de tesis del esiudiante RONALDO BALAN
RUIZ, intilulado: 'NECESIDAD DE REGULAR UN PROCESO ESPECIAL
PARA EJECUTAR CIVILMENTE AL ESTADO DE GUATEMALA'.

lvle permito hacer de su conociflriento que está facultado para real¡zar las
modificaciones de forma y fondo que tengan por objeto mejorar la
investigación, asimismo, del título del trabajo de tesis. En ei dictamen
correspondiente deberá cumplir con los requ¡sitos establecidos en elArticulo 32
del Normallvo para la Elaboración de Tesis de Licenciatura en Ciencias
Juríd¡cas y Sociales y del Examen General Público, el cual regula; "Tanlo el
asesot como el revisor de tesis, harán constar en los dictámenes
correspondientes, su opinión respecto del contenido científico y técnico de la
tesis, ia rnetodologÍa y técnicas de investigación utilizadas, la redacción, los

. cuadros estadísticos si fueren necesarios, la contribución cÍentÍfica de la
misma, las conclus¡ones, las remmendaciones y la bibl¡ografía utilizada, si
aprueban o desaprueban el trabajo de investigación y qÍas consideraciones
que estimen pertinentes".

DOCTOR BON
JEFE DE LA

cc. Unidad de Tesís
BAMO/emjbl.

ORELLANA
DE TESISNIDAD DE ASESOR
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L¡C. CARLOS HUMBERTO GIRÓN MÉNDEZ
ABOGADO Y NOTARIO

6' calle 10-23 Zona 11 Guatemala
TELS. 24717651 I 4AA53211

Guatemala, l8 de enero de 2013

Doctor

Bonerge Amilcar Mejía Orellana.

Jefe de la Unidad de Asesoría de Tesis de la

Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la

Universidad de San Carlos de Guatemala.

Respetable Doctor:

Me honra ¡nformarle que en cumplimiento de la resoluc¡ón que fue emit¡da

oportunamente, en la cual se me nombra REVISOR del trabajo del Bachiller RONALDO

BALAN RUIZ, intitulado ..NEGESIDAD DE REGULAR UN PROCESO ESPECIAL

PARA EJECUTAR CIVILMENTE AL ESTAOO DE GUATEMALA,,i pTocedí a Ia

revisión del trabalo de tesis en referencia.

Realice Ia rev¡sión de la investigac¡ón y en su oportunidad sugerí algunas correcciones

de tipo gramatical y de redacción; que consideré que en su momento serán necesanas

para mejor comprensión del tema que se desarrolla. El tema está redactado de una

forma sistemát¡ca, de fácil comprensión y d¡dáctica, abarcando las instituciones

juríd¡cas relac¡onadas al m¡smo, def¡nic¡ones y doctrinas, así como la Íegulac¡ón legal

de la materia, apoyando su exposición con fundamento en normas const¡tucionales y

leyes apl¡cables a nuestro derecho positivo, al igual la uti¡izac¡ón de derecho

comparado, lo que hace de este trabajo un documento de consulta y utilidad a quien

esa clase de informac¡ón neces¡te
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En tal virtud el contenido de la tesis, abarca las etapas del conocimiento científico, ya

que la recolección de ¡nformación realizada fue de gran apoyo a su ¡nvestigación, dadc,

que el material es considerablemente actual y vanguardista, con lo cual el susténtate

aportó al trabajo sus propias op¡ni,lnes y criter¡os, los cuales lo enriquecen, por lo que

pueden ser sometidos a su d¡scusión y aprobación defin¡tiva, pero en cualqu¡er caso, se

encuentran fundameniados, pues son planteamientos serios y ordenados que

demuestran un buen manejo de criterio jurídico sobre la materia.

Las conclus¡ones y recomendaciones fueron redactadas en forma clara y sencilla pata

esclarecer el fondo de la tesis en congruenc¡a con el tema investigado, las mismas son

objetivas, realistas y b¡en delin'ritadars. Resalto que atendió las sugerencias y

obseruaciones señaladas, defend¡endo con fundamento aquellas que consideró

necesario. En cuanto a la estructura formal de la tesis, la misma fue realizada en una

secuencia ideal para un buen entendimiento de la misma, así como la ut¡l¡zación de los

métodos dedúctivo e ¡nductivo, analít¡co y la utilización de las técn¡cas de investigación

b¡bliográflca y documental que compru€|ba que se hizo la recolección de bibl¡ografía

actualizada.

En consecuencia emito DICTAMEhI FAVORAI3LÉ, en el sentido que el trabajo de tesis

ciesarrollado por la bachiller anteriormente mencionado, cumple con los requisiJ:os

establec¡dos en el AúÍculo 32 del Normativo para la Elaborac¡ón de Tes¡s de

Licenciatura en C¡encias Jurídicas y Sociales -v del Examen General público; por lo que

puede ser impreso y d¡scutido como tes¡s de graduación en examen público.

IRÓN I,,IÉNDEZ.
OTARICI

o1.2,3ú5

i ¿. t¡fi lil$ fiijñi|ff, Til [iR0li Htllff]
A 

'OGADO 
Y N OIAR!¡

Ltc.
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DECANATO DE LA FACULTAD DE CIENCIAS JURiDICAS Y SOCIALES. GUATEMAIA, 08 dE
abril de 2013.

Con vista en los dictámenes que anteceden, se autoriza la impresión del trabajo de tesls del

estudiante RONALDO BALAN RUIZ, titulado NECESIDAD DE REGULAR UN PROCESO

ESPECIAL PARA EJECUTAR CIVILMENTE AL ESTADO DE GUATEMALA. Artículos:31,33 y

34 del Normativo para la Elaboración de Tesis de Licenc¡atula en C¡encias Jurídicas y Soc¡ales

y del Examen General Público.

BAN/O/sllh.
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soBRtNos:

A MIS AMIGOS.

A LA GLORIOSA
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DEDICATORIA

Ser supremo, quien me dio la sab¡duría

alcanzar mis metas y. a quien pido guíe
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y fortaleza para
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Cas¡lda Balan Ruiz e lris Andrea Balan Ruiz, gracias por

su apoyo ¡ncondicional y solidaridad en todo momento

A quienes estimo mucho, gracias por su apoyo.

Con mucho aprecio.

Y Un¡versidad de San Carlos de Guatemala y a la Facultad

de C¡enc¡as Juríd¡cas y Sociales, por haberme ab¡erto las

puertas del saber y brindarme los conocimientos para ser

un profesional competente.



t
,/:í-.];>.(.". - .,c-

.:"** ",t,

\.-¡,,.-/
Pás.

lntroducción

iNDrcE

CAPíTULO I

EI Estado....

1 .1. Def¡nición...... ... .

1.2. Característ¡cas y funciones dei Estado... ... ......... ..
'1.3. El Estado de Guatemala. ....

1.4. Entidades del Estado de Guatemala... ... ... ...... ... ......

1.4.1. Dependencias centralizadas y descentral¡zadas... ... .

'1.4.2. Entidades autónomas...... ... ... ...

1.5 B¡enes del Estado..... .. ..

1.5.1. Caracierísticas de los bienes del Estado..............................

L6. Normas .juridicas que protegen los bienes del Estado... .....

1.7. Responsabilidad de los funcionarios y representantes del Estado.......

1. 1

'1

4

7

11

13

16

17

21

22



,.fi-!-:¡
:;'',,r^q^ !i
,.r,."_7¡.j

Páf::*"'-';z

2.5.2. Eljuicio ejecut¡vo... ... ...

2.5.3. Las ejecuciones especia¡es.......

2.5 4. Ejecuc¡ón de sentencias . ........

2 5 5. Ejecuciones co|ectivas................

CAPÍTULO IV

4. La ejecución c¡vil contra el Estado de Guatemala... .. . .. ......... . ...... 53

4.1. General¡dades ... ... ......................... 53

4.2. La contratación adm¡nistrativa........ .................. 60

4.2.1. Clasiflcación de los coni¡aios administrat¡vos.......... ............... 63

4.2.2. Formas de contratación de la adminjstración públic€.................... 67

4.2.6. lncumplimiento del contratoadminisiraiivo............................. 72

4.3. Normas.,urídicas que obligan al Estado a pagar lo adeudado... ....... 74

4.4. Los procesos de ejecución civil contra el EstadodeGuaiemala............78

4.4.'1. Eljuicio ejecutivo contra el EstadodeGuatemala..................... 78

36

40

42



!

4.4.2. La vía de apremio en contra el Estado de Guatemala.............

4.4.3. Las ejecuciones especiales conlra el Esiado de Guatemala...

4.4.4 La ejecución de senteneias dictadas en contra del Esiado de.

Guatemala

CAPíTULO V

5. Propuesta de un proceso especial pa€ ejecuiar civ¡lmente al Estado de

Guatemala..

5.1. Análisis preliminar ..

5.2. Proyecto de ley reguladora del proceso especial para ejecutar

c¡v¡lmente al Estado de Guatemala

5.3. Esquema del proyecto de ley reguladora del

ejecutar civilmente al Estadc de Guatemala

proceso espec¡al pa€

coNcLustoNEs
RECOMENDACIONES

BIBLIOGRAFíA.

79

8'f

82

B5

85

a7

99

101



INTRODUCCION

Es de suma importancia dar a conocer la urgente necesldad que ex ste, de ncorporar

en la legislación guatemalteca, un proceso especial para ejecutar civi mente al Estado

de Guatemala, y que el mismo resulte efectivo pues en la actualidad son muchas as

dificultades que se presentan, tanto para los interesados o necesitados de entablar un

juicio de esta naturaleza contra el Estado de Guatemala, asi como para las auror clades

jurisdiccionales competentes, ya que no cuentan con un lnstrumento egal que es

permita aplicar la ley en forma adecuada, e inclusive para e propio Estado, al esiar

obligado o salir condenado en sentencia al pago de un monto no previsto con

anterioridad a la programación de su presupuesto.

Al iniciar con la investigación, se tenía a convicción de que para poder elecutar

civilmente al Estado de Guatemaa, se hace indispensable que exlsta un proceso de

ejecución especial, de ello el orlgen de la hipótesis "para pocler elecutar civil¡r]ente a

Estado de Guatemala, es necesario un proceso especia. que contemple a forma cJe

poder efectuarlo', lo cual fue comprobado a lo largo de la nvestigacon, ya que es

evidente la necesidad que la actual egislación guatema teca tiene de ncorporar en a

misma, tal proceso.

Son objetivos de la investlgación, identificar las dificultades que se les presentan en la

actualidad, a las personas individua es o jurídicas a pretender ejecutar c¡vi mente al

Estado de Guatemala; asi como plantear una propuesta de ley, que contemple o regu e

tal proceso especial.

Los supuestos de la investigación fueron, que el Estado de Guatemala está obligado a
cumplir con sus obligaciones contraídas a favor de personas jndividuales o jurídicas,

así como que los procesos de ejecución civil pretenclen hacer eficaz el cump lmiento de

lales obligaciones.

0



A lo largo de la investigación se utillzaron los rfétodos deduct vo e inductivo. así como

el analítico, los cuales permit¡eron reunir os elementos necesarios, para un buen

entendimiento del rnismo. Las técnicas de investlgaclón empeadas fueron la

documental y bibliográfica, en especial leyes, textos, entre otros.

Este trabajo de investigación se desarroló en cinco capítulos; en el primero, se hace un

análisis acerca de lo que es Estado, quien es e eementoprncpa en este trabajo; en

el segundo y tercer capÍtulo, se eniran a conoceT os procesos de elecución civi en

Íorma general, contemplados en la legislación guatemateca, así corno se hace un

análisis sobre io que respecta a laguna lega e integracón de la ley, que al final es lo

que actualmente se da, al momento de entablar un proceso de ejecuc ón en contra del

estado de Guatemala, en virtud de no existir un proceso especial para el o; en el cuato

capítulo, se hace un análisls juríd co de cómo se dan en la actualdad los procesos de

ejecución clvil en contra del Estado de Guatemala, así como sobre las considerac ones

generales que dan origen a una oblgacón por pade del Estado, a cual debe ser

cumplida; y, en el quinto capítuo, se hace una propuesta de un proceso especia para

poder ejecutar civilrnente al Estado de Guatemala y demás entidades púb ¡cas,

integrando en éste, el proceso a seguir y, sobre todo, a forma de cur¡p imiento por

parte del Estado, tomando en cuenia as características o priv ieglos de que gozan sus

bienes, lo que hacen especial tal proceso.

Se consideran de suma impoftancia los apoftes que brinda esta

cuales se pueden constatar en las conclusiones y recomendaciones

alfinal

lnvestigación, os

que se encuentran

(i)
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1. El Estado

1.1. Defin¡ción

A¡ analizar lo que es el Estado debemos tomar como punto de partida, lo que se

entiende o se conoce sobre el Fstado y observamos que el m¡smo ha variado de

conformidad con ¡a evolución de la sociedad, debe hacerse entonces ese análisis, de

conformidad con las circunstanc¡as h¡stóricas, las cuales nos han enseñado que el

mismo ha evolucionado desde varios puntos de vista, hastá ¡legar a crear un concepto

que corresponde a una constitución ideal del m¡smo.

La pa¡abra Estado, der¡va de las voces Statu, Stare, Status, las cuales significan

situación de permanencia, orden permanente o que no cambia. Ahora b¡en, llegá a

considera.se al Estado, ident¡ficando su significado con los preceptos jurídicos de

terriiorjo, de pueblo o pOder.

De esa manera el tratad¡sta Emmanuel Kant cjtado por Máximo Pacheco, nos da la

siguiente definic¡ón de estado: "Estado es la reunión de una multitud de hombres que

viven bajo leyes jurídicas".l

I Pacheco Gómez, Máximo,lntrodu€ción alderecho, pág.

1

600.
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Para León Duguit: "Estado es toda sociedad huma¡a en que ex¡sle una drferencia en,rbt-"' ' '

gobernantes y gobernados".2.

Según Giorge Del Vecch¡o: "Estado es el sujeto del orden juridico en el cual se verifica

entre gobernantes y gobernados".3

Por su parie iambién varios tratadistas se han referido al Estado de la manera

siguiente: "Esiado es {a organización jurídico- potestativa de una comunidad humana,

tend¡ente a concretar en modo sistemático y efeciivo ¡a ordenación de la vida social en

las condic¡ones y dentro del ámbiio territorial determinados por factores históricos".a

Estado es la sociedad jurid¡camente organizada, capaz de imponer la auioridad de la

ley en el interior y de afirmar su personalidad y responsabilidad frenie a similares

exteriores. Conjunto de los poderes púb,icos; acepción en la que se asim¡la con

gobierno, del cual se diferenc¡a por constiluir este la encarnac¡ón personal y el órgano

ejecutivo de aquel. La representación política de la colectividad nacional, para oponerlo

entonces a nación, en e¡ sentido estr¡cto o conjunto de personas con comunes

caracteristicas h¡stóricas y socjales, regido por las m¡smas leyes y un solo gobierno.

famb¡én se habla de Estado como "una sociedad establecida sobre determinado

ierritorio, con los fines esenciales del b¡en común, por la realización del derecho, del

Estado como cuerpo político de la nación surge la unidad de una multilud de hombres

'tbídem.
'lbídem.' Encic'opedia jurídica. Omeba. Tomo X. pag 567.



que conviven en armonia bajo leyes jurídicás. Unos lo han comparado a un organismo

humano, otros a una máqu¡na, no faltan quienes ¡o consideran con ca.ácter o función

ética, pero los demás estiman que lo que ¡ntegra el Estado es ¡a sociedad que tiene

una voluntad general para establecer un orden jurídico".5

No obstante que actualmente aún sjguen exisiiendo diversidad de criterios sobre lo que

es el Estado, para que hoy se piense que una def¡nición de Estado es acertada, debe

contener ciertas notas, las cuales en doctrina politica se ¡es da el nombre de Elementos

del Estado, que son los siguientes:

a) EI terr¡torio o el espacio geográfico en que el poder del Estado puede desenvolver

su activ¡dad específica;

b) La población o pueblo, que es el conjunto de hombres y mujeres que pertenecen a

un Estado; y,

c) El poder, def¡nido desde €l punto de v¡sta de la concepción maierialista como "ei

dominio que ejercen las clases o las fracciones de clases sobre los medios de

producción, los medios de control socia¡ y, en genera¡ sobre la superestructura de uná

sociedad, con el objeto de asegurar los s¡stemas de exploiación".6

s Cabanellas, Guillermo, D¡cc¡onario enciclopédico de derecho usual, pág, 567.
6 Baftrat, Roger, Breve diccionario de soc¡ología marxista. pag 120.

3
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A manera de síniesis en cuanto a todas las definiciones ya expresadas, podemos'""-

definir que, Estado es una sociedad humana asentada en un territorio que le

corresponde, sujeta a un poder soberano, teniendo corno fin el bien público.

'1.2. Características y funciones del Estado

Del anális¡s de cada una de las defin¡ciones y tomando en cuenta las notas esenc¡ales

de éstas, nos damos cuenta que el Estado presenta las siguie[tes caracterist¡cas

esencia¡es:

a) Soberania, como adjet¡vo del poder, pero ca¡ificando al Estado mismo en su

un¡dad lotal como soberano;

b) Personal¡dad jur¡dica, al ser el Estado un ser social con pos¡bilidad de tener

derechos y obligaciones; y,

c) Sum¡s¡ón al derecho, que significa la necesidad de que la estructura del Estado y

su funcionamiento se encuentran regulados por un orden jurídico para lograr conseguir

los fines propuestos, especialmenle el bien público temporal de los componentes de la

pob¡ación.

Al Estado, entonces le corresponde una realidad jurídica y como consecuencia de e¡lo,

tamb¡én t¡ene personal¡dad propiar esa personal¡dad jurid¡ca es concomitante y nace

4
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paralelamente con el ente social, es decir, al construirse un Estado independiente y

soberano, tiene derechos y obiigaciones, lo cual significa que puede ser un sujeto

contratante, un demandado o hasta ejecutado (sujeto pas¡vo en un p¡oceso de

ejecuc¡ón).

Esto constituye un aspecto de muchisima importancia porque atañe directamenie al

tema objeto de estudio del presente trabajo.

Sobre las iunciones que el Estado pueda o deba desempeñar en una sociedad, se dice

que dependen del periodo histórico en que éste se ¡nserte, asi como de los intereses

del grupo que ejeza su hegemonÍa sobre el m¡smo. No obstante, es innegable que el

Estado real¡za tres actividades "esenciales" para la consecuc¡ón de sus f¡nes, estas

aon:

a) La función legislativa: que es ia función encaminada a establecer las

jurídicas generales;

b) La función e¡ecut¡va o admin¡strat¡va, que es la función encaminada a regular la

act¡vidad concreta y tutelar del Estado, bajo el orden juridico. La ley debe ser ejecutada

pa{icularizando su aplicación. En sentido mode¡no el Estado es el promotor del

desarrollo económico y social del pais.
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c) La func¡ón ¡ur¡sd¡ccional, que es la actividad del Estado encaminada

las controversias, estatuir o deciarar el derecho a un caso concreto por

resoluciones judiciales.

a reso ver

r.edio de

'
Resulta evidente que para el estudio de la teoría de as funclones de Estado se

requiere como antecedente indispensable e conocimienio, aunque sea en forrna

sumaria, de Ia teoría de la división de poderes que es de donde se dervan as

funclones.

Por medio de las funciones establecidas es que e Estado persigue su fin primord¡al

para toda la poblaclón; e bien común.

De Lo hasta ahora vsto sobre lo que es Fstado, eler¡entos. sus características,

funciones y fines, algo muy importante e interesante y que es necesario hacer énfasis

en este trabajo, es en la personalidad jurídica de que eslá dotado el Esiado, pero su

calidad de persona no es como la de un ind viduo común, pues si b en puede obtener

derechos, éste los adquiere en cantidad mayor que las demás personas fisicas o

jurídicas; y si bien contrae y debe cumplir con obigaciones, a este se le exme de

cumplimiento de algunas, o a veces, oasi no se le puede forzar a cump irlas corno a os

pafticulares; por lo cual se opina que el Estado constituye una persona luridica de Ipo

especial, sin embargo es por esa misma razón, que se hace necesario crear figuras

legales especiales para hacer efectivas las ejecuciones civiles que se s gan en contra

del Estado de Guatemala
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Teniendo en mente las notas características expresadas que debe contener una

def¡nición de Estado, a continuación se particular¡zarán los elementos que

corresponden al concepto de Estado de Guatemala.

Guatemaia se integra de la sigu¡ente forma:

Su espacio geográfico lo constituye: El ierriiorio nacional ¡ntegrado por su suelo,

subsuelo, aguas inleriores, el mar territorial en fa extensión que fta la ley y el espacio

aéreo que se extiende sobre ¡os m¡smos. Este terr¡iorio se encuentra limitado al norte,

noroeste y al oeste con México, al noreste con Beiice y el Mar Cibe, al este con

Honduras, a¡ sureste con Fl Salvador y al sur con ei Océano Pacifico; en su iotalidad

este espacio suma aproximadamenle ciento ocho mil ochocienlos ochenta kilómetros

cuadrados. Guaiemala divide su terriior;o, para su administrac¡ón, en departamentos y

éstos en municipios y para el desarrollo económico y social, se divide en regiones,

También forma parte del espacio geográfico donde e¡ Estado ejerce plena soberanía: la

zona contigua del mar adyacente al mar territoria,, para el ejercicio de determinadas

actividades reconoc¡das por el derecho internacional.
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aguas adyacent€s a la$ cosl:is fuera del rnar lefiitorai, qiJe carstituyf ia zona

econórnroa exciL.rsiva, en la exlensión sue fija la ley, csnfúlllre ia práclica lfllei"nac;onal.

El elernento poblacional ia constituyer Los más cje catorce millores de gliaielf]altecos

que se encuen¡-¿n uniCos por un vincúlo jurídico y polítifro que llaüamos nacionaiidad

guatenrálteca, calacierizado ese visculo pür su perrnanenaia y contir-rLlidad.

El elemento Podei. está a carg(] de ios órganos de gübielr,o a quienes el pueblo. en

quien radica la soberaria, se{¡iill fiueslra Consiiluc¡ón, ha delegado ei elefcicio de la

r¡isma. Esfos son ios organismos Legisiativc, el cualesiá integ¡?do por los diputados al

Congreso de la República según el AdÍculo 157 de la Co¡rsliluciór Poli!;ca de la

República de Guatemala; Ejeculivo. integracio según el t-^rcer pátr?ío del Añiclrlo 182

de ¡a Conslitüciórr Politica de la Repúbijca Ce Guatemala pari El Pi'esidente y

Vicepres¡de ie de la Repúblice, los Minisiros y Viceminisiros de [stado y funcionarios

dependienles, yt Judicial, inieg|ada por ia Corie Suprerlla de Justiciá y de$ág

iribunales que la le1, es1¡¡¡"t"", a qulenes corrcsponcie ele¡cer la función jurisdicc¡cnal,

con excJu$ividad absoluia, segirn el Ariículo 203, tercer pá[ra1{j. €le la C"nstiiuc¡ón

Politica de la República de Guaiernaia.

Al sistema de gobjelno. según la Constitución Políi¡ca (le la República de Guatemaia, le

corresponde una forma republicafia, democrática y i"epre6entativa. "gl hechc de poseer

un sistema dc gobierno repulllicana, impllca iener:
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a) Una Constitución Escrita, que organ¡za el poder público y el orden juridico positrv{..", ,_r}
Una separación de sus fL¡nciones legislativas, ejecut¡vas y jurisdiccionales para ser

distribuidas entre tres organismos;

b) Representatividad, de qu¡enes ejercen el poder: Presidente y Vicepresidente de la

República y Diputados;

c) Periodicidad de sus mandalos o alternabil¡dad en el ejercic¡o el poder; y,

d) Publ¡cidad de los actos políticos y admin¡strativos". /

Nuestra constitución, vigente desde l,986, expresa que el régimen politico de¡ Estado

de Guatemala es un régimen de separación de poderes, el cual esiá inmerso en el

sistema presidencialista y se mezcla con elementos del sislema parlamentarista. "Ese

mismo cuerpo lega¡ determina que el "Jefe de este Estado" es e¡ Presidente de la

República, ei cual representa la unidad nacional y los ¡ntereses de todo el

conglomerado humano gualemalleco, los regímenes políticos que se conocen son los

de: Concentrsc¡ón del poder, caraclerizado porque el poder lo asume una persona o un

grupo creando dictaduras de diferentes tiposi y el régimen de separación de los

poderes, caracterizado porque el poder se contro¡a de poder a poder, creando: El

s¡stema parlamentarista y ei sistema pres¡dencialista parlamentario, siendo este

nuestro sistema o el s¡stema parlamentarista presidencial; éste último resulta de tomar

7 Castillo González Jorge l\rario, Derecho admin¡strativo, pág. 154.

9



los principales eiementos del sistema opuesto sin que esto signifique perder la raiz d

sistema presidencialista o parlamenlarista". I

Con todo lo dicho en cuanto a sus funciones y forma, el Esiado de Guatemala persigue

ser una organizac¡ón para proteger a la persona y a la familia; siendo su fin sup.emo la

rea¡ización del bíen común, adernás se debe a los habit¿ntes de la república para

garantizarles la vida, la libedad, ¡a justicia, la seguridad, la paz y el desarrollo integral

de la persona según los AÍiculos '1o. y 20. de nuestra Constitución PolÍtica. Todo esto

¡o conseguirá el Estado por medio del conjunto de órganos de que dispone para el

cumplimiento de sus fines, a éstos órgsnos de que dispone para el cumplimiento de

sus f¡nes se les ¡lama "Adminislración Pública". La Administración Públ¡ca es la parie

más dinám¡ca de un gobierno, pues po. medio de ella van a canalizarse las decisiones

de aquel y sus consecuentes resultados. Con base en lo dicho, deduc¡mos que

Adminisfac¡ón Pública: Es el conjunto de todos los órganos de los tres organismos del

Estado. Esta definición no solo incluye al Éjecutivo, sino a los órganos del Legislativo y

el Judicial, asi como las entidades no adscritas directamente a ninguno de los tres

organ¡smos, pero debemos hacer la salvedad de que es el Ejecutivo sobre quien

descansa la mayor carga administrat¡va, para cuya labor ha de auxiliarse en forma

integrada con los otros organismos.

Conforme a lo anterior, es convenienle conocer ¡a estructura de ia Administrac¡ón

Pública Guatemalteea, que nos iiustrara detalladamente cómo está conformada esa

'tb¡d, páq. 155

10
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persona contra quién se trámitan procesos ejecut¡vos que guardan el interés en

trabajo.

1.4. Ent¡dades del Estado de Güatemala

AI hablar de ent¡dad, la debemos entender como una institución colecliva,

establecimiento, agrupación o empresa. En nuestro pais. debido a las lunciones del

Estado de Guatemala, las cuales cada vez son más diversas y especiales, para su

ejercicio éste se vale de entidades determinadas, a estas en algunos casos se les

alribuye personalidad propia ante la ley. El código civ¡l en el Articulo 15 establece

cuáles son personas jurid¡cas, disponiendo en e¡ incjso 1o. "El Estado, las

munic¡palidades, las iglesias de todos los cultos, la Universidad de San Carlos y las

demás instituciones de derecho público creadas o reconocidas por la ley."

Dentro de este artículo queda comprendido de que el Estado, goza de personalidad

jurídica otorgada expresamente por la ley.

Deb¡do a la gran cantidad de func¡ones que el Estado t¡ene a su cargo, hace uso de

ciertos entes de carácter público, éstos son creados por la ley basándose en el

conjunto de atr¡buciones correspond¡entes a cada organ¡smo de Estado, de tal manera

que el origen de entes estaiales no pueden obedecer a decis¡ones antojadizas, sino a

una necesidad orig¡nada de la cantidad de funciones que Ia ley establece pata cada

órgano. Debe tenerse presente que ninguna dependencia o entidad debe crearse fuera

7L
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mediante la emisión de una dispos¡ción juridica, estas reglas garaniizan el orden y la

estabilidad de la estructura de¡ Estado.

La Administración Pública, como todo elemento del Estado, neces¡ta ordenarse

adecuadamente y lécn¡camente, es decir organizar sus órganos, entidades o

dependencias, pa{a rcalizeI su actividad rápida, eficaz y convenientemente, para ello

se ha tratado, a través de ¡a evolución de la Adminislrac¡ón Pública, de buscar formas

de organ¡zación que respondan lo mejor posible a las necesidades del pais en un

momento delerminado. En Guatemala, la Const'tución Polltica de la República

menciona que la Adm¡n¡stración será descenfalizada y además en varios artículos se

refiere a la descentralización. Jorge Mario Castillo González estab¡ece que

"descentralización equivale al concepto general que cornprende cuatro conceptos

específicos avocación, delegación, descentral¡zación y autonomía; estos cuatro

conceptos espec¡ficos, en cualquier organización, establecen lá graduación de la

descentralización ex¡stenie en mínima, media y máxima". e

En el Estado de Guatemala como en cualquier otro, no se concibe ia posib¡lidad de una

organizac¡ón exc¡usivamente descentral¡zada, ambas formas siempre coex¡sten. De ial

manera que las ent¡dades, instituciones u órganos públicos, llámenseles como se les

¡lame, pueden ser centralizadas o descentralizadas, a estas las conoceremos a

cont:nuac¡ón.

e lbid, págs. 224 y 225.

1)
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\"a"'i/1.4.1. Dependencias centralizadas y descentralizadas

Hab¡endo eniendido que ios entes públicos, bien pueden ser centra¡izados o

descentfal¡zados, es conven¡enie precisar que ia centra¡ización es el conjunto de

competenc¡as centralizadas en el órgano que ocupa el más alto grado en el orden

adminisirativo y en consecuencia se concentra en él la jerarquía, ia facultad de dec¡sión

y la fácultad de mando. Al decirque existe jerarquia, debemos entender que hay orden

de dependencia de superiores y subord¡nados. Esa jerarquia, entonces puede ser de

forma vedical cuando la persona ubicada en la cúspide del poder concentra todos los

centros de mando en la organización y cada centro queda bajo su dependencia directa

e inmediata. Ejemplo: El Presidente de 
'a 

República en relación a los catorce

ministerios de Estado y cada uno constituye un centro de mando bajo su dependenc¡a

directa e ;nmediata. Y la jerarquía se puede presentar en forma horizontal cuando ¡a

persona ubicada en Ia cúsp¡de del poder ya no concentra todos los cent¡os de mando

en e¡la misma, sino gue traSlada uno o varios hac¡a un iado, separándoios de la

jerarquia vertical y hac¡éndolos depender de su persona en forma d¡recta e inmediata.

Podemos mencionar que constituyen dependencias centra¡izadas en Guatemala: Las

secretarias de la Presidencia y los catorce ministerios de Estado, establecidos en el

Decreto 114-97 del congreso de la República, asi como tamb¡én lo son las

dependencias que forman parte de estos ministerios.

13
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Las instiiuc¡ones descentralizadas que en Guatemala exisien, son producto ¿b'"'."'

disposiciones juridicas emanadas el transcurrir de nuestra hisioria conternporánea y en

¡a actualidad, la potestad para crearlas corresponde al Congreso de la República

medianie el voto favorable de las dos terceras pafes del total de este, según lo

contemplado en el Aúículo 134 de la Consiiiución Polít¡ca de la República de

Guatemala. Las entidades descentralizadas guatemaltecas pers¡guen dilerentes fines

ya que pueden ser de fomento y plomoción económ¡ca de asistencia y previsión,

educacionales, comerciales, de servicio, de transporie y comun¡cacio¡'tes, financieras,

etc.

Entre las ¡nst¡tuciones descentralizadas ex¡stentes actualmente en Guatemala podemos

mencionar las siguienies:

lnstituto de fomento municipal:

Comité nacional de alfabei¡zación;

Fondo de tierras;

Consejo nacional para la protección de la Antigua Guatemala;

Consejo nac¡onal para la alenc¡ón de personas con discapacidad;

Consejo nac¡onal de áreas protegidas;

Oficina administradora del plan de prestaciones de¡empleado mun¡cipal;

Oficina asesora de recursos humanos de las municipalidadesi

Autoridad para el manejo susteniable de la cuenca y del lago de lzabal;

Aulor¡dad para el manejo y desarrollo sosten¡ble de la cuenca del lago de Petén ltzá;

14
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\-:gZCoordinadora nacional para la reducción de desastres;

lnst¡tuto de previsión militar;

Empresa portuaria nacional Santo Tomás de Castilla;

Empresa portuaria Champerico j

Zona libre de industria y comercio;

lnstituto técnico de capacitación y productiv¡dad;

lnsiituio de recreación de los trabajadores,

lnstituto nac¡onal de adminisiración púbiica;

lnspección general de cooperativas;

Crédito hipotecario nacional;

Superintendencia de bancos;

Fondo de requisición de valores,

Corporación financiera nac¡onal;

lnstituto de fomento de hipotecas aseguradas;

lnstituto nacional de estadística:

lnstituto guatemalteco de turismo;

lnstituto nac¡onal de cooperativas;

Banco nacional de desarrollo agrícola,

lnstituto de comercialización agrícola;

lnstituto de ciencia y iecnología agríco¡a;

Empresa de productos lácteos de Asunción Mita.

Gremial nacional de trigueros;

Empresa ferrocarriles de Guatemala;

15



Superintendencia de Telecomun¡caciones;

Empresa Portuaria Quetzal;

Instituto Naciona¡ de Electrificación, y;

Empresá Guatemalteca de Telecomunicaciones, etc.

1.4-2. Ent¡dad6s autónomes

La autonomía se basa en la personalidad jurídica y según Consuelo Sarria Olcos "es la

iransferencia de compelencias o de funciones administrativas del Estado a personas

juridicas públ¡cas o privadas, distinios del Estado, sobre los cuales el Estado ejerce el

control admin¡strativo".1o Según la concepción de clescentralización expresada por

Jorge Mario Castillo González, la cual se expuso con anterioridad implica ser el máx¡mo

grado de descentralización existente. A pesar de la confusión que pueda resultar

estudiar separadamente las entidades autónomas de las descentralizadas se ha hecho

esa separación ya que por las características que reviste una entidad autónoma con

independenc¡a casi total de todo el aparato estatal, esta tiene iguales derechos y

contrae ob¡igaciones de igual manera que otras entidades esiatales y, no por su

condición de autónoma se puede alegar que no le asisten determinados derechos o

que queda exenta delcumplimiento de algunas obligaciones.

En nuestra legislación, la cond¡c¡ón de autónoma para una entidad, reviste mucha

impoÉancia, pues esta se concederá únicamente cuando se esiime indispensable para

to Meza Duarte, Eric, lntroducción alderecho admin¡skat¡vo guatemalleco, pág. 81.

16
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¡a mayor eficienc¡a de la entidad y el mejor cumplimiento de sus fines según lo regulabQ,...'. .'

en e¡ Articulo 134 de la Conslitución Politica, de aqui las eniidades autónomas se

orig¡nan de iguaJforma que las entid¿des descentralizadas, con el volo favorable de las

dos terceras partes del total del Congreso de la República. Es importante hacer resaltar

que en la actual Constitución no se usa el tórm¡no sem¡-autonomÍa, por lo que esa

calidad ya no existe para las entidades estatales nuestras, además, en ese cuerpo

legal aparecen con la condición de autónomas las siguientes ent¡dades:

La escuela Nacional Central de Agricultura (Artículo 79 C.P.R.G.).

La Universidad de San Car¡os de Guatemala (Articulo 82 C.P.R.G.).

La Confederación Depoftiva Autónoma de Guatema¡a (Articulo 92 C.P.R.G.).

El lnstituto Gualemalieco de Seguridad Social (Articulo 100 C.P.R.G.).

El Banco de Gualemala (Articulo 132 C.P.R.G).

El Min¡ster¡o Público (Articulo 251 C.P.R.G.).

Los Municipios (Arliculo 253 C.P.R.G.).

1.5. B¡enes del Estado

El Estado como sujeto de derecho que es, tiene su prop¡o patrimonio y puede adqu¡rir

bienes como cualqu¡er persona individu¿l o jurídica. La mayoria de esludiosos de este

tema han dividido estos bienes en bienes púb¡icos del Estado y bienes privados del

Estado. Por lo general se han considerados bíenes públicos del Estado. el mar

territor'al, los mares ¡nter¡ores, bahias, ensenadas, puertos y ancladeros, los ríos sus
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causes y las demás aguas que corren por sus causes naiurales y toda otra agua ,t¿::- It<lgrr'
tenga o adquiera la apt¡tud de satisfacer usos de ¡nterés general, las playas de¡ mar y

ias ríberas iniernas de los rios los lagos navegables, c ando no pertenezcan a

particulares, las calles plazas. caminos, canales puentes y cualquier otra obra pública

construida para comodidad o utilidad común los documentos oficiáles de organ¡smos

del Estado y los yacimientos arqueológicos y paleontológicos de ¡nterés cientíl¡co. Por

otra parle se consideran bienes pr¡vados del Estado, las tieras situadas dentro del

territoÍo nacional que carecen de otro dueño, las minas de toda clase, sin perjuicio del

domin;o de los particulares sobre la superficie de la tierra, ,os bienes vacantes, las

minas, plazas de guerra, puentes, ferrocaariles y toda construcción hecha por el Estado

por cualquier titulo.

El interés que se tiene para hacer la división de estos tipos de bienes esta en

detemrinar que el Estado actúa como persona de derecho público, s¡endo propietario

de bienes púb¡icos y como peGona de derecho privado, siendo propietario de bienes

privados. Además, cuando 
'os 

bienes son púb¡icos estos se süstraen por comp¡eto del

comerc¡o jurídico privado en virlud de su primordial uso colectivo.

En Guaiemala en el Articulo 121 de la Constitución Po¡itica de la República, enumera

cuales son ¡os bienes del Estado, siendo estos:

Los de dominio público, mismos que son desarrollados en el Cód¡go Civil en

Artículos 457, 458 y 459, aquí vemos que dentro de la división de estos bienes

18
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Estado, los bienes de uso común son los llamados púb¡icos del Esiado y los Oi"n"" fl:t
uso no común son los llamados Privados del Estado. Esta observación se hace para

ubicarnos en la clasificación que anter;ormente noninamos tradiciona{.

Las aguas de la zona marítima que ciñe ¡as costas de su terriior¡o, los lagos, ríos

navegables y sus r¡beras, los ríos vertientes y arroyos que sÍrven de límite inlernacional

de la repúbl¡ca, las caidas y nacÍmientos de agua de aprovechamiento h¡droeléctr¡co,

las aguas sublerráneas y otras que sean susceptibles de regulación por ]a ley y las

aguas no aprovechadas por pal1iculares en la exiens¡ón y términos que fije la ley.

Los que constituyen el patrimonio de¡ Estado, incluyendo los de¡ mun¡cipio y de las

entidades descenf ralizadas o aülónomas

La zona maritima terrestre, la plataforma conlinentai y el espacio aéreo en la extens¡ón

y forma que determinen las leyes o los tratados internacionales lat¡ficádos por

Guatemala.

El subsuelo, los yacimientos de hidrocarburos y los minerales, asi como cualesquiera

otras substanc¡as orgánicas o ¡norgánicas del subsuelo.

Los monumentos y las reliqu¡as arqueológicas.

19
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Los ingresos fiscales y municipales, así como los de carácter privativo que las leye\'..,..,. ...2

asignen a las enl¡dades descentralizadas y autónomas.

Las frecuencias radioeléctr¡cas.

Además debemos tener presente que en Guatemaia, el Estado se reserva el dominio

de una faja terrestre de tres kilómetros a lo largo de los océanos, contados a parf¡r de la

l,nea superior de los mares de doscientos metros alrededor de las fuentes y

manantiales donde nazcan las aguas que surtan a las poblaciones. Se exceptúan de

las expresadas reservas: Los inmuebles situados en zonas urbanas; y Los bienes

sobre los que existen derechos inscritos en el Registro de la Propiedad, con

anterioridad al primero de marzo de mil novecienios cincuenta y se¡s.

En el departamento de Bienes de¡ Estado y licitaciones es donde se debe llevar el

inventar¡o de todos los bienes inmuebles del Estado, determ¡nando para ello su

ubicación y destino y que estos se mantengan en condiciones adecuadas para su

ut¡lización. Además a la D¡rección de Contabilidad del Estado le corresponde la

contabilización de bienes muebles e ¡nmueb¡es y de las inst¡tuciones descentralizadas y

auiónomas

20



1.5-l- Caracterísl¡cas de los b¡enes del Estado

A los bienes del Estads le coresponden las sÍguienies caracterísiicas, siendo la

p.imera y la segunda de íes que rn"nc¡onaíenros a cüntinuación exciusivamenle para

¡os bienes de uso común legún lc establecidc en el Artícuio 46'l del Código Civil.

a) lna¡¡enab¡l¡dad: .3igñiiica qrre ios bienes del Fsiado no $e prreden enajenar debido

a que no están en ei ccmercio ordinar¡ú del Cerecho privado. Nc ob,stante, ia

Constltución en su AdÍcuio 124 expresa que "ios bienes iracionaies süic podrán

enajenarse en la Íorma que deleimine la iey. La cual fijará las lin'riiaciones y

formalidades a que dgba sujetarse la operación y sus Íi¡es fiscales. Las eniidedes

descentralizadas c alllónomas. s€ regirán osr lo que dispongar srrs leyes y

ieglamentos". no haciendo referencia al tipo o calidad de b!en estaiai:

h) lmp¡"es,;r¡ptibil¡dad: Sigr¡fic¿ que lüs trines esi¿iales no se predefi adqu;rir pcr ej

trar]scurso dei tiempo. No se puecen edqrir¡r por,tsucap¡ón:

e) lnembargabil¡dad: Esio significa que los bienes Cei esteCc nc se.án nunca objeio

{i€ efi]bargo de cuaiqu¡er liFc c Ce otro gravámen sin'tilar. íAnicu¡o 9 del Decreio 33-

200i1 del Congreso de la Rspública. Ley dei Prssupuesio Genera, de lngiesos y

Egiesos del Eslado para el Fjerci¿io Fiscáj2012)
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dl Éxencién en et pago de impuestos. Tai como lo estalllecen ios Articulos Ñ--|/

nuBreral 1 de la Ley de¡ lmpuesto de f¡mbres Fistales y Papel Sellado Especiai para

Prcioccios: 6 literal e) de la ley dei lmpresio Ün co Sobre lnmuebles 2l numerai 1 de

ia Ley dcl lmpuesio de Circulac¡ón ce Vehícu¡os, 27 del DecJeto 33-20011 dei

Ccngreso de ia República, Ley ciei Presupuesio Genoral de lngresos y Egresos del

Estsdo pára el Ej€'c ;io F;:ca' :J1:

l. 6. f',!omas ¡ur¡dicas q!.¡e profeEen los bienes d€l Estado

De las cáracterisiicas qLre esiakliecilncs para los bienes del Estads, podenos ijed¡Jcjf

las gafantías que éstos go¿an en rLresi¡a sociedaci, o se3 qLIe no pueden ser

enajenados, sa¡vo e lüs casos y ccn los limiles qu€ l¿ iey estalrlece. que nc pueden

adqu¡rirse por ei nrero transcurir del iieinpo. oLre no pueien trailarse embargos scbre

e¡los y que g¡r¿an de exÉñlignes pafa el pego de lmDuesicls -siú siiuación es

justit¡c da en ei sentido que no 5e debe pernrili. qlre poi no gozal Ce protecciÓl-1

especjal, curlq.rier iraitiftl€r pi]eCa apropiaise de esics ilitnes d€ ia comunjdad, o que

ol Fstado baya perdiendo sus llienes por ser \,€¡cicio en pro.esos delernrinados,

producto de ias ñralas Cispesicirnes tofiadas pcr malos aCn]in¡siradoi-es c que ei

fsiadc pague tribuio¡l a s¡ Ínismo, lo que devendría en acl¡v¡dad redu¡daa1e.

Entre las normas ju¡ídicas que mayor ilrctección dan a ios bienes ostalales son: El

Adícujo 461 del Código Civil. ilue se refiere á la lnaiienabrlidad de los bienes públiccs

de uso común: e¡ ,qfticulo 9 del De*"eto 33-2001 1 de; Ccngreso de ia Repú¡riica. Ley
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de, Presupuesto General de lngresos y Fgresos dei Estado para e¡ Elercicio ,t""u¡',,../
20'12, el cual tra¡a del pago de indemnizac¡ones y prestac¡ones u obligaciones exigibles

al Estado por la vía ejecut¡va y en el cual se proh¡be trabar embargo sobre las

as¡gnaciones que amparan partidas presupuesiarias, depósitos, electivo, valores y

demás bienes muebles e inmuebles del Estado

Además tengamos presente que los bines propiedad de los municipios gozan de los

mismos privilegios según el Articulo 260 de la Conslitución Política de la Repúbl¡ca de

Guaiemalat y que en el Código Pena¡ ¿l reguiar en los Artícu¡os 445, 446 y 447,los

delitos como el Peculado, Peculado Culposo y Malversación, se está dando protección

a los b¡enes estatales para que a estos no se les dé un destino ¡ndebido.

1.7- Responsabilidad de los funcionarios y representantes del Estado

Las entidades o dependenc¡as del Estado que cuentan con personalidad juríd¡ca propia

actúan por medio de sus representantes, éstos en el ejercicio de su cargo pueden

incurrir en responsabii¡dades en virtud de los actos que realicen como serv¡dores

públ¡cos.

Según el principio general de responsabilidad del Estado "Todo daño debe

indemnizarse". Los funcionarios públicos actúan unilateralmente imponiendo sus

decisiones dentro del marco de la Const¡tución Polit¡ca de la República de Guatemala y

demás ¡eyes, pero su aciuac¡ón tiene lim¡tes. Los particulares, por su parte, tienen el



-i:;;\

i!:;,,,^,^'ir
deber de obediencia pero también e' derecho de afirmar la jurid¡cidad y de ,."r^-^, ,oí';,.1)
cuanto daño o perjuicio se le cause.

Por todo lo anter¡or, algunos autores extranjeros de obras de derecho admin¡sirativo

han af¡rmado que los servidores públicos en el ejercic¡o de su func¡ón incurren en

cuatro tipos de responsabilidades: civ¡1, pena¡, administrativa y política.

Para efectos de este estudio de tesis nos interesa conocer el primero y el segundo de

¡os mencionados:

a) Responsabil¡dad Civil. Esta se or¡g¡na cuando determinada acc¡ón del serv¡dor

público produce menoscabo en determinado patrimonio. Cuando ese daño se

produzca, por cualquier motivo a un particular, la acción de reclamo le asiste a la

persona afectada, asi pues, el funcionario podria ser el demandado por todo daño que

pueda caüsar la entidad o elfuncionar¡o mismo miembro de ese ente público;

b) Responsabilidad penal. Esta tiene lugar cuando el servidor públ¡co en su acción

haya dado lugar a la comisión de un hecho tipificado como delito. En lo relat¡vo a la

responsabilidad penal de personas jurid¡cas, en el Artículo 38 del Código Penal se

estab¡ece que: Se tendrán como responsables de los de¡itos respectivos a los

directores, gerentes, ejecutivos, representantes, administradores, func¡onarios o

empleados de ellas, que hubieren ¡nterven¡do en el hecho y sin cuya participación no se

hubiere .ea¡izsdo éste.
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La constitución dispone en su Artículo 155, párrafo segundo: "La responsabilidad ciltg.,,,-.'

de los funcionar¡os y empleados públ¡cos podrá ser deducida mientras no se hub¡ere

consumado la prescripción, euyo térm¡no es de veinte años y la responsabilidad

criminal o penal prescribe por el transcurso del doble del tiempo señalado por la ley

para la prescripc¡ón de ¡á pena".
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2. Los procesos de ejecuc¡ón

2.f. Def¡n¡ción de procesos de ejecución

Para una mejor comprensión es esencial que conozcamos pfimero que es un proceso.

El vocablo proceso Significa acción de ir hacia delante, es una secuenc¡a de actos o

etapas que pers¡guen un fin determinado.

Proceso es el "lnstrumento esencial de la jurisdicción o func¡ón jurisdicc¡onal del

Estado, que consiste en una serie o sucesión de aclos tendientes a la aplicación o

realización del derecho en un caso concreto." 11 "El proceso constituye un desarrollo

regulado por la ley, de todos los actos concretados hacia el objet¡vo de aplicáción de la

1.y." "

Los procesos se pueden clasificar de la srguiente forma:

Atendiendo a la materia litigiosa en: civi,es, laborales, de fam¡l¡a, mercantiles, penales,

adm¡nistrativos, etc.

" Fuñdación Tomas Moro, Diccionario jurídico espasa, pág
1'zArellano García, Carlos, Derccho procesal civil, pág. 61.
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Desde el punio de vista de la forma que predomina en el proceso, éslos pueden ".rlt"-.9/
Orales y Escritos.

Dependiendo a quien coÍresponda el impulso: Disposítivos, lnquisitivos o Mixtos.

Conforme a la duración de los procesos, estos pueden ser: Con unidad de vjsta (Su

trám¡te es abrev¡ado y se procura realizar todos los actos en una sola aciuación) y

preclusivos ( No abrevia trámite ni tiempo).

Atendiendo al número de procesos que se ventilan: S¡ hay desempeño de la func¡ón

jurisdicc¡onal de proceso en proceso, cada uno es: Singu¡ar; pero cuando los procesos

se unen para ser resueltos conjuntamente, se menciona la existencia de un proceso:

Universal.

En aiención al número de instanc¡as en que se ventila un proceso, este es Úni-

instancial o Bi-i¡stancial.

Por último, se pueden div¡dir a los procesos según el fin que persiguen, pidiendo ser:

Cautelar, si se pretende prevenir, precaver, evitar un daño o peligro. Puede ser también

declaraiivo si pretende una resolución del órgano jurisdiccional en la que se determ¡ne

¡a exislencia o ¡nexistenc¡a de derechos y obligaciones. Y puede ser ejecutivo cuando

ex¡ste un titulo con fuerza ejecutiva en el cual se declare ia existenc¡a de un derecho,

el cual se desea hacer cumplir.

28
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En e¡ presente irabajo se tratará de conocer a fondo lo que son los procesos culqgr,¡;,/

materia sea civil y que tenga como fin la ejecución en contra del Estado de Guatemala.

En ese seniido, interesa comprender el concepto de Proceso de Ejecución y para el

efecto formularemos la siguiente definic¡ón de Couture: "Es el procedimienio dir¡g¡do a

asegurar la eficacia práct¡ca de las sentenc¡as de condena".l3 A esia definición se Ie

debe agregar que no sólo asegura la ef¡cacia de sentencia, s¡no de cualqu¡er titulo que

contenga en si, fuerza ejecut¡va.

Interesa entonces, Ia forma como se regula en el derecho positivo el proceso de

ejecuciófi, en el sentido que sea realmenie efectivo, porque ello coniribuye a que se

tenga confianza en el ordenamiento jurídico, pues no tendría sentido que las decisiones

jud¡ciales no pudieran cumplirse de manera inmediata y que las obl¡gaciones

conlracluales quedarán libradas únicamente al acatamiento voluntario.

Es necesar¡o que para conocer los paocesos de ejecución se tenga presente que en

éstos no existe la neces¡dad de dec¡arar ¡a existencia de un derecho. como en el caso

de los procesos de cogn¡ción, sino que sólo se ejecuta lo ya declarado o lo que ya tiene

un valor delerminado conforme a declaración jurisdiccional o lega,, en estos no se

puede adm¡tir actividades alegóricas como en procesos de conocimiento.

13 Aguirre Godoy, l\4ario, Derecho prccesal c¡v¡1, pág.

29
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2,2. Naturaleza de los procesos de eiecución

Debido a que en teoría y en la práctica es ta.ea de los jueces hacer que se cumpla lo

juzgado o lo pactado contractualmente, siempre que el documento o título que lo

contiene lenga fuerza ejecutiva conforme la ley; la naturaleza de los procesos de

ejecución es que constituyen actividad jurisdiccion¿|. "En el sentido que a los órganos

jurisdicc¡onales ¡es corresponde ejecutar lo juzgado, las sentencias no quedan como

una declaración simplemente teór¡ca, sujeta a cumplimiento voluniario del obligado". 1a

De contorm¡dad a ¡o establecido en el Artículo 203 de la Constitución Política de la

República de Guatemala, corresponde a los tr¡bunales de jusiicia la potestad de juzgar

y ejecutar lo juzgado, de ahí ¡a naturaleza de eslos procesos.

2.3 T¡pos de ejecución

Doctr¡nariamente se habla de cuatro iipos fundame¡tales de procesos de ejecución:

"Ejecución Expropiai¡va, cuando la dación consiste en la entrega de una cosa que lleva

consigo ¡a expropiación de los bienes del deudor; Ejecución satisfact¡va, cuando la

dación que cons¡ste en la entrega de una cosa lleva consigo la satísfacción especif¡ca

del acreedor; Ejecución transformaliva, cuando la ejecución que cons¡ste en hacer o

deshacer fürzosoamente, transforma la realidad fís¡ca tal como existía anter¡ormente; y

'" tb¡d, pág.155
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la Ejecución D¡stributiva, cons¡stente en el repafto de un patr¡mon¡o (como en Utl'"-. "/
ejecuciones coleciivas)". 15

''l

Lo forma ordi¡aria de ejecución es la de tipo expropiativa, ya que a ella se acude para

hacer efect¡va la mayoría de las pretensiones y porque las otras ejecuciones dist¡nias

del dar, por impos¡bilidad de llevadas a cabo, se convierten por dec¡rlo así en

ejecuc¡ones de expropiación. Las otras formas de ejecución son extraord¡narias.

En Guatemala, como más adelante se verá, se contemplan las cuatro formas de

ejecuc¡ón ya enuneiadas, las cua¡es se encuentran reguladas en el L¡bro Tercero de¡

Cód¡go Procesal Civ¡l y Mercanii¡.

2,4. Presupuestos de la e¡ecución

Los sistemas jurídicos requieren de la concurrencia de algunos requis¡tos o

presupuestos para que pueda existi. un proceso de ejecución, con toda la ef¡cac¡a que

requ¡ere la ley. F¡los son: La acción ejecutiva, el titulo ejecutivo y e¡ patrimonio

ejecutable.

" Puig Peña, Federico, Compend¡o de derecho c¡v¡l español, tomo l, pág. 516.
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\.:_/2.4.1. La acc¡ón ejecut¡va

Entendiendo que la acción en general es el orden juridico que tiene el sujeio de

derecho, consiste en la facu¡iad de acud¡r ante los órganos jurisd¡ccionales exponiendo

sus prelensiones y formulando ¡a petición que afirma como correspond,ente a su

derecho; la acción ejecutiva constiiuye la facultad que se tiene de acud¡r a los

tribunales de justicia para sol¡cita el cumplimienio de un derecho ya declarado o

reconocido, esto se acredita con la existenc¡a de un título.

2.4.2. El título ejecut¡vo

El título es requisito ind¡spensable de toda ejecución procesal: Nulla execuiio, sine

título. El Título es la base del proceso de ejecución, pues de ninguna forma existiría

alguna pos¡bilidad de de in¡c¡ar un proceso de ejecución s¡n que documentalmente se

demuestre una derecho que se pretende hacer valer. Según la doctrina el titulo

ejecut¡vo puede ser de dos especies: judic¡al y extrajudic¡al (convencional -

reconocimiento del deudor a favor del acreedor, de una obl¡gación c¡eña y exig¡ble y

administrativo - por lo general, se apl¡ca para el cobro de ciertos créd¡tos como

impuesto y multas-).
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En su forma ordinaria o común, el proceso de ejecución hace efectivos los derechos a

través de la afectación del patr¡monio del deudor. En el derecho penal la ejecución es in

personam, pues afecta al sujeto directamente; en senlido contrario, la ejecución civii y

laboral referida al pago de un adeudo de parte de un sujeto de ¡a relación laboral, se

lleva a cabo in rem, o sea a través del palr¡monio. La mayoria de procesos de ejecuc¡ón

civiles y laborales que se tramitan conforme al curso normal que prescribe la ley,

persiguen el pago o cumplimiento de la obligación direcios, deb¡éndose recurrir en la

mayoría de los casos al embargo de los bienes del deudor para luego poderse hacer

efectivo el pago. En tal sentido, se podría decir que la ejecución resu¡ta ¡nefectiva

cuando no hay pair¡mon¡o ejecutable, esto sucede por no existir bienes que se puedan

embargar o si existiendo estos esluvieren protegidos por diversas razones, tal es el

caso de ¡as prohib¡ciones a embargar conten¡da en los Ariículos: 306 del Código

Procesal Civil y l\,4ercantil, BB y 102 literal e) de la Constitución Poliiica de la República

de Guatemala y, Artículo I del Decreto 33-20011 del Congreso de ia República, Ley del

Presupuesto General de lngresos y Egresos del Estado para el Ejercic¡o Fiscal 2012.

2.5. Los procesos de eiecución civ¡l en Guatemala

En Guatema¡a los procesos de ejecución están regulados en el Libro Tercero del

Código Procesal C¡vil y Mercantil, Decreto Ley número 107, éste cuenta con cinco

tÍtulos, a cada uno ¡e coresponde una forma de proceso de ejecución, s¡endo estos: La
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via de apremio que está contemplada en el Título l, Aftículos 2g4 al 326, el juicia """ ty

ejecutivo en el Titulo ll, Artículos 327 a|335, las ejecuciones especia¡es de obligaciones

de dar, hacer, escriturar o por quebrantamiento de la obligación de no hacer, en el

Título lll, Articulos 336 al 339; Ia ejecución de sentenc¡as, tanto nacionales como

extranjeras en el Titulo lV, Articulos 3401 al 345; las ejecuciones colectivas que

contempla los cursos y la quiebra en el Títu¡o V, Arlicu,os 347 al 400.

Como ya se expuso, en Guatemala existen

cinco formas especiales, cada una de

caracteristicas se verán a continuación

dentro de los procesos de ejecución civil,

elias t¡ene un proceder distinto, cuyas

2.5.1. Eiecuc¡ón en vía de apremio

En la ejecución en vía de apremio se trata de satisfacer una obligación dineraria, la cual

se basa en la existenc¡a de un titulo ejecutivo que puede ser cualquiera de los

enumerados en el A¡ticulo 294 del Código Procesal Civ¡l y Mercant¡|. Estos son

llamados "de fuerza ejecut¡va pr¡vilegiada" y tienen una eficacia de cinco años,

contados desde el vencimienio del plazo o desde que se cumpla ia condición si Ia hay,

s¡ la obligación es simple y de diez años, si hubiere h¡poteca o prenda, éstos titulos solo

adm¡ten excepciones que destruyan la ef¡cacia del título y se fundamentan en prueba

documental, ¡as cuales se pueden jnterponer dentro de tercero dia de requer¡do o

notif¡cado el deudor. Promovido este t¡po de ejecución y cal¡licado el título en que se

funda, si el juez lo considerare suf¡ciente, despachará mandamiento de e.iecuc¡ón,
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ordenando el requerimiento del obligado y el embargo de bienes, en su caso, sn ''''^',')/

embargo no será necesario e¡ requerimiento ni embargo si la obligación estuviere

garantizada con prenda o hipoteca. En ese caso, se ordenará se notif¡que la ejecuc'ón

sólo señalando día y hora para el remate. Despachado el mandam¡ento de ejecución,

si e¡ deudor no fuere habido, se harán el requerimiento y embargo por cédula,

aplicándose las normas relativas a not¡ficaciones. Si no se supiere el paradero del

deudor, ni tuviere domicilio conocido, se harán el requerimiento y embargo por el Diario

Oficialy suriirá efectos el día s¡guiente al de la publicación.

En cuanto al embargo, el acreedor t¡ene derecho a des¡gnar los bienes en que haya de

practicarse el embargo, pero estos deben ser sólo los suf¡c¡entes para cubrir la suma

por la que se decretó embargo más un diez por ciento para liquidación de cosias. El

embargo apareja la prohibición de enajenar la coca embargada. El ejecutor d€be

nombrar depositar¡o de los b¡enes embargados a la persona que designe el acreedor,

detaliando los bienes los más exactamenle pos¡ble. Practicado el embargo y habiendo

obseruado las disposiciones que están esiablec¡das en el Capítulo ll del Libro Tercero

de, Código Procesal Civil y Mercantil, se procederá a la sat¡sfacc¡ón de los bienes

embargados. Esta diligencia se efectuará por expertos de nombramienio del juez. La

tasación debe omitirse siempre que las partes hubieren convenido en el precjo que

sifia de base para el remate y si se trata de b¡enes inmuebles seryirá de base, a

e¡ección del actor, el monto de la deuda oelvalorfiadoen la malricula fiscal. Hecha la

tasac¡ón o iiada la base para el remate, se o¡denará la venta de b¡enes embargados,

debiendo anunc¡arse ésta por tres veces por lo menos en el Diario Oficial y en otro de
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mayor circulación, anunciándose además en edictos fijados en los estrados del irrbunaL,,,.rr2l

y si fuere e¡ caso, en el juzgado menor de la población a que corresponde el b¡en que

se subasta, durante un plazo no menor de quince dias. El plazo para el remate es de

quince días, por lo menos y no mayor de treinta días. Praciicado el remate, se hará

liquidación de deuda con sus intereses y regu¡ación de ¡as costas causadas al

ejecutanie y el juez ¡ibrará orden a cargo del subastador, conforme a los térm¡nos del

remaie. En caso que el embargo lue trabado sobre dinero efectivo o depósitos

bancarios, al estar firme el auto que apruebe la liqu¡dación, eljuez ordenará se haga el

pago al acreedor. Habiéndose llenado todos los requisitos correspondientes es decir

313 al 323 del Código Procesal Civ¡l y Mercantil, el juez señalará al ejecutado el plazo

de tres días para que olorgue la escritura traslatlva de dominio En caso de rebeldía el

juez la oiorgará de of¡cio, nombrando para el efecto al noiario que el interesado designe

a costa de éste. En la escritura deberá constar fanscripción del acta de remate y el

auto que apruebe la liquidación. Solo se deducirá apelac¡ón contra el auto que no

admita la via ejecutiva y el que apruebe la liquidación. Una vez otorgada la escritura, el

juez mandará dar posesión de los bienes al rematanie o adjud¡catario, para el efecto

f¡jará al ejecutado un plazo no mayor de diez días, bajo apercibimiento de ordenar el

lañzamiento o secuestro, en su caso.

2.5.2. El iu¡c¡o ejecutivo

De este se ha dicho que es un proceso abreviado de cognición más la posterior

ejecuc¡ón pura, que sigue casi tocios los mismos pasos que la vía de apremio, pues la
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misma leg¡slación procesal c¡v¡l ¡ntegra los proced¡m¡entos por med¡o del Adrculo :;:A'.'"":)/

aquí, lo que cambia es la ef¡cacia del título ejecutivo. Estos deben ser calif¡cados y al

ser liquida y exigible la cantidad reclamada, se despachará mandamiento de ejecución,

ordenando Íequer¡mienio del obligado y embargo de bienes, si fuere procedente, aqui

el plazo para oponerse o interponer excepciones es de cinco días. Si no hay

comparecencia del ejecutado, dent¡o del plazo mencionado corresponde ya al juez

dictar sentencia de remate, declarando si ha lugar o no la ejecuc¡ón. Si existe

oposición, se deberá ¡r por dos días al ejecutante y con su contestación o sin ella se

mandará recib¡r las pruebas por un plazo común de d¡ez días. Vencjdo el per¡odo de

prueba, el juez dec¡arará si ha lugar o no hacer trance y remate de bienes embargados

y pago al acreedor; s¡ procediere la entrega de la cosa, ,a prestac¡ón del hecho, su

suspensión o deslrucción y en su caso, pago de daños y perjuicjos. En este t¡po de

juicios son apelables únicamente el auto que deniegue trám¡te de ejecuc¡ón. Lo

resuelto en este iipo de juicio no pasa en autoridad de cosa juzgada y lo decidido

puede modif¡carse en juicio ordinario posterior, cuyo derecho a obtener la revisión

caduca en tres meses de ejecutoriada la sentencia dictada en ésie.

2,5^3. Las e¡ecuciones espec¡ales

En el Titu¡o lll, del Libro Tercero del Cód¡go Procesal Civil y Mercantil están contenidas

este tipo de ejecuciones a pesar de corresponder a un mismo nombre y tjtulo, cada una

de estas es diferente.

37



I
-,-G

'"r;"'" -!'
.,: uqry ;,r
\''r' 

"'tAsi vemos que existe ia ejecución especial de obl¡gaciones de dar regulado en eÑl:ljj'l
AÉ¡culo 336 del Código Procesal C¡vil y Mercantil, que se presenia cuando la ejecución

recaiga sobre cosa cierta o determinada o en especie (no dineraria, ejemplo: entrega

de un automóvi¡) si hecho el requerim¡ento de entrega del ejecutado no cumple, esta se

pondrá en secuestro judicial, resolviéndose luego en sentencia si procede la entrega

definitiva. Debemos tener presente que las ejecuciones especiales, antes de dictarse

la sentenc¡a respectiva, en lo que fuere aplicable, se rigen por las normas del juicio

ejecutivo, es por ello que en las ejecuciones especiales puede presentarse oposición o

hacerse valer excepciones, habiendo un plazo de c¡nco días para ello.

Una vez dictada la sentencia correspondiente, en caso de ya no existir Ia cosa, o de no

poderse secuestrar, se embargaran bienes que cubran el valor fijado por el ejecutante y

por daños y perjuicios pudiéndose est¡mar provisionalmente por el juez esia cant¡dad.

A los va¡ores preftados se podrá oponer el ejecutante o ejecutado, por med¡o de los

incidentes-

En el Art¡culo 337 del Código Procesal Civi¡ y l\¡ercant¡l se establece lo relativo a

ejecuciones de obligaciones de hacer. (ejemplo: La construcción de obra determinada),

estos deben basarse en un titulo. Si el actor exjge la presentación del hecho por el

obiigado, eljuez, atendidas las circunstancias, señalara un plazo para que se cumpla la

ob,igac¡ón, si esta no fue cumpl¡da, se embargaran, por daños y perju¡cios ftados

provis¡onalmente por el juez (puede haber oposición al valor fijado por el juez), el

ejecuiante t¡ene la facultad de pedir la füac¡ón provísional del monto de daños y
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perjuiclos (monio que admite oposición), el embargo consiguiente o que se

obligación de hacer por un tercero, s¡ iuere susceptible de realizarse y a

ejecutado.
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costa del

Dentro de las ejecuciones especiales está la de obligación de escriturar, contenida en

el Artículo 338 del Código Procesal Cívil y Mercantil, aqui ia obligac¡ón debe cons¡stir

en el otorgamiento de escritura pública, con base en ello si ha lugar, al dictar

sentenc¡a, el juez fijara a¡ demandado el plazo de fes días para que la otorguet en

caso de rebeldía, eljuez lá otorgará de oficio, nombrando para el efecto al notar¡o que

el interesado des¡gne, a costa de este úliimo.

La otra obligación espec¡al que existe se presenta por quebrantamiento de la obligación

de no hacer, en este caso el juez lijará un plazo para que se repongan las cosas a¡

estado anterior, si fuere posible; si no se embargan bienes por los daños y perjuicios,

f¡jando provisiona¡mente el juez e¡ monto de ellos, pud¡endo haber oposición a ese

valor. El ejecutante puede oplar por ped¡r la fijac¡ón provis¡onal del monto de ¡os daños

y perju¡c¡os y el embargo cons¡gu¡ente, o que se repongan las cosas al estado anter¡or

por un tercero, si fuere posible y a costa del ejecutado.
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2.5.4. Ejecución de sentencias

Existen dos formas de estas ejecuc¡ones: La ejecución de sentencias nac¡onales y la

de sentencias extranjeras, respectivamente estas forfian los Capítulos I y ll del Título

lV del Libro Tercero del Código Procesal Civ¡l y Mercant¡1.

Para la ejecución de sentencias son aplicables las normas establecidas para la vía de

apremio y las ejecuciones especjales. Aquí, el titulo ejecutivo trata de la entrega de

cant¡dad de dinero, de hacer, escriturar, reponer lo hecho, pero esas obligáciones

deben estar contenidas necesariamente en una sentenciai además en el litulo donde

se encuentran reguladas el Código Procesal Civil y Mercanti¡ se contempla una

ejecución basianie especial que es la de entregar cosa determinada, pero algo

especial, tal el caso una de una prop¡edad inmueble, para poder poner al titular del

derecho en efectiva posesión posteriormente; para ese caso el juez lijaé al ejecutado

un plazo no mayor de d¡ez d¡as, bajo aperc¡bimiento de ordenar lanzamiento a su

costa, de igual manera se procederá si la cosa es mueble y pudiera ser habida, si

veficido el plazo no se entrega la cosa, se ordenará el secuestro. En caso de existir

obligaciones a ejecutar y ésta se hiciere de la manera prescr¡ta en la sentencia.

En el Ariículo 344 del Código Procesal Civil y l\¡ercant¡l se establece que las sentencias

dicladas en el extranjero, a falta de tratado que determine expresamente su eficacia,

tendrán en Guatemala el valor que la leg¡slación o la jurisprudencia del país de origen

asignen a las sentencias dictadas por tribunales guatemaltecos. Esa val¡dez tiene su



I
..q:- -; :+
:j*(.i,.i'¡ -qeÍ'i-,'¡.

{undamento atendiendo a las exigencias prop¡as de la convivencia rnternaciona i):'¡"-,, .7

Nuestro Código habla sobre la validez de todas las senlencias, sin manitestar

expresamente si son las que admiten ejecución o sea solamente las de condena.

Existen condiciones para que tengan fuerza ejecutiva este tipo de sentencias.

a) Que haya sido dictada a consecuencia del ejercicio de una acc¡ón personal, civil o

mercafitil;

b) Que no haya recaido en rebeldía ni conlra persona reputada ausente que ienga su

domic¡lio en Guatemala;

c) Que la obligac¡ón para cuyo cumplimiento se haya procedido, sea lícita en la

repúbl¡ca;

d) Que sea eiecutoriada conforme a las leyes de la nación en que se haya d¡ctado; y,

e) Que reúna los requisitos necesarios para ser cons¡derada como auténtica. (Pases

de ley, Articulo 37 de la Ley del Organismo Judic¡al).

Sobre la compeiencia para ejecutar este tipo de sentencias, el Código Procesal Civ¡l y

Mercantil en el Artículo 346 determina que a ésta corresponde aljuez que lo sería para

conocer del ju¡cio en que recayó. Con todo ¡o anterior, podrá procederse luego como si

se lratara de una ejecución de sentencia d¡ctada por cualquier tribunal de la república,
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I'o sea que cofl sus pases de ley, se debe acudir por e¡

demanda al luzgado o tribunal compeiente.

2.5.5. Eiecuciones colectivas

En el Código Procesal Civil y Mercantil se regula la ejecución colectiva en el TÍtulo V

del Libro Tercero, la cual comprende los concursos voluntario y necesario de

acreedores así como la qu¡ebra, que son aplicables tanto a comerciantes como a

deudores civ¡ies. Estos son procesos de ejecución colectiva, primero porque qu¡en

ejecuta no es solamenle un acreedor sino varios; y es universal, porque el objeto

mismo de ¡a ejecuc¡ón comprende de 
'a 

totalidad de los bienes del deudor, con c¡edas

excepciones, el cual será distribuido en la forma que establece Ia ley pafa el pago de

¡o adeudado a los acreedores. Los concursos se dividen en dos "de voluntad" y de

"necesidad", el primero de estos procede esponláneamente del deudor y, en el

segundo, el deudor cae en concurso, lambién procesalmente por in¡c¡ativa de sus

acreedores. En nuestra legislación adjetiva civ¡l se puede llegar a la declaratoria de

qu¡ebra en ios casos en que no se apruebe el convenio previo en el concurso

voluntario, ni se logre en el concurso necesar¡o un avenimiento deniro el deudor y sus

acreedores en cuanto a la adminisiración y realización de los bienes y al pago del

pasivo. Puede ser solicitada por cuálquier acreedor o por el mismo deudor. (Articulos

379 y 383 del Cód¡go Procesal Civ¡l y Mercantil).
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" -,ri,En la práctica guatemaltecá, este tipo de procesos casi no se presentan y por lá"-^,:)/

imposibilidad práctica que éslos se viertan en contra del Estado o alguna de sus

dependencias o entidades, en virtud que por el control y ¡a f¡scallzac¡ón a que éstas

están sometidas, teóricamente, jamás podrian ser objeto de ejecución su eniero

patr¡mon¡o, esle tipo de procesos se encuentran contemplados en el capítu¡o V de¡

Cód¡go Procesal C¡vil y Mercantil.
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.<r"r. .CAPITULO III

3. La laguna legal e integrac¡ón de la ley

3.1. Defin¡c¡ón de laguna legal

Se denomina laguna legal a los espac¡os vacios que el legislador ha dejado en la ley,

ya sea por olv¡do, imprev¡sión o ¡mposib¡l¡dad de imaginar una situación iur¡dica

concreta, creando así el silencio de la ley o insuficienc¡a de la misma.

La f¡gura de la laguna de la ley, es un problema de la técnica jurídica que se le presenta

al órgano jur¡sd¡cc¡onal en la función de aplicar el derecho procesal en casos concretos,

debido a que existe un prineipio jurídico que establece la obligación de los jueces de

resolver todos los casos sometidos a su conocimiento regulado en el Arlículo 15 de la

Ley de¡ Organismo Judicial que estipuia: "Los jueces no pueden suspender, retardar ni

denegar la administración de justicia, s¡n incurrir en responsabil¡dad".

Si exisie oscuridad o imprecisión del contenido de la ley aplicable a un asunto

determ¡nado, eljuez recurre á la ¡nterpretación de la ¡ey para escudriñar el pensamiento

del leg¡slador y saber lo que se ha querido deeir en la norma jurídica concreta, el

problema se presenta cuando existe sÍlencio de la ley anle lo cual afortunadamente la

misma ¡ey le proporciona aljuez los mecanismos legales, siendo los procedimientos de

¡ntegración que el s¡stema juridico establece.
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\!.".3.2" Casos en el que se presentan las lagunas de ley

Los casos de integración de la ley según la doctr¡na soni

a) Porque no exisle una disciplina aplicable al punto controvertido;

b) Poaque ex¡stiendo, los preceptos que la rigen son absolutamente contradictorios

(contradicción que no ha de ser meramente aparente ya que entonces es misión de la

¡nterpretación dilucidar el verdadero sentido de la norma);

c) Porque aun regulado en pr¡ncip¡o la materia, no contiene el punto controvert¡do

concreto. "A su vez la ¡nexistenc¡a del precepto ap¡icable puede ser porque el legislador

enlienda que no ha llegado el momento de aegular e¡ caso, por tratarse de materias que

todavia no están maduras y no merecen una reglamentación propia o por omis¡ón

involun¡ar¡a del legisladoi. '6

3.3. lntegración de la ley

lntegrar la ley sign¡fica completar, implementar o suplir de alguna forma las lagunas que

¡a ley presenta en su asunto jurídico determinado. El órgano jurisd¡ccional ante la

obl¡gación de emitir resoluc¡ón del asunto sometido a su conoc¡miento que no se

encuentra contemplada en la ley, necesariamente debe acudir a las normas generales

16lb¡d. Pag. 516
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de integráción de la ley, ya que por falta o insuficiencia de la

admin¡strar justicia.

ley no se puede dejar

3.4. Proced¡mientos de integración de la ley

Al encontrarse el juez ante una laguna legal, debe ácudir a la aplicación del

procedimiento de integración que la ley y la doctrina señala que son los siguientes: la

analogía, la equidad y los princjpios generales del derecho.

3.4.'l La analogía

La analogia es una regla de integración de la Iey, que consisle en formular un precepto

legal para una s¡tuac¡ón jurídica no prev¡sta en [a ley apoyándose en la existencia de

otro precepto y que tiene mayor relac¡ón con dicha situación.

El auior García lvláynez, explica el funcionamiento de la aplicación analóg¡ca en el

campo de¡ derecho así: "¡a aplicación analógica supone la existenc¡a de dos situaciones

jur¡d¡cas analógicas, una prevista y la otra no prevista por la ley. Ejemp¡o;

Precepto legal;

Supuesto a, b, c, d,

Caso prevísto

a. b, c. d.

Caso no previsto;

a, b, c, e.

Supongamos que

debe ser x- Esio

el precepto legal

quiere decir que

t¡ene el siguiente enunc¡ado:

al real¡zarse el supuesto a,

Si a,

b, c,

b,c,ydson,

ipso facto se

4-l



!
/rl .;:

/.:r;J.{,.;¿.r

i;t"-*"*i;i
\¿j-" .ü

actualiza la consecuencia jurídica x, expresada en la d¡sposición, lmagínémonos ahorñ:+,*..: "
que un t¡ibunal debe resolver el caso a, b, c, e, no previsto en la ley y encuenlra que

hay la misma razón jurídica para resolver¡o de ¡gua¡ manera que el caso a, b, c, d,

análogo al primero. Hace entonces un razonamieñto analóg¡co y attibuye al caso

previsto las consecuenc¡as juridicas que de acuerdo con la ley produce el otro". r7

"La analogía consiste pues en atribuir a situaciones parcia¡menie idénticas, las

consecuencias jurÍdicas que señala la regla aplicable al caso previsto. Éllo equiva¡e a

tormular una nueva norma cuyo supuesto expresa en abstracto las caracleristicas del

caso no previsto y atribuir a este ¡as consecuencias que produciría lá realización del

prev¡sto, s¡ bien entre uno y orlo solo hay una entidad parcia¡. La conclus¡ón que de ¡o

anterior se ¡nfiere es que no debe hablarse de aplicación analógica de un precepto a un

caso no prev¡sto en la ley, sino de creación o formulación analógica de una norma

nueva, cuya disposición es idéntica a la de aquel precepio, pero cuyos supuestos solo

son semejanies". 18

Requisitos de la analogía

Para que se dé la analogia, debe exisi¡r:

a) Una laguna en la ley, es dec¡r, que haya ausencia totál de una dispos¡ción jurídica

aplicable ál caso que se trata de resolver;

17 García llraynez, Eduardo, lntroducción al esludio delderecho, pág. 369.

'" tbid, pág.378.
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-.'..b) Que exista una ¡gualdad jurídic€ entre el caso preüsto en la ley y el no previsto. tsn..,. .92'

este segundo rsquisito, el juez debe tener mucho cuidado en analizar el supuesto y la

consecuenc¡a jurídica del precepto que regula el caso previsto para determinar Ios

elementos relevantes de su contenido y así poder apl¡carlo al caso no previsto.

. Prohib¡c¡ón de la analogía según la ley

En mater¡a penal es prohib¡da la apl¡cación de la analogía jurídica, en v¡rtud del

pr¡ncipio de Legal¡dad, conten¡do en el Artículo 10 del Códjgo Penal, el cual establece,

"nad¡e podrá ser penado por hechos que no estén calificados como del¡tos o faltas, por

ley anter¡or a su perpetrac¡óni ni se pondrán otras penas que no sean las prev¡amente

establecjdas en la Iey".

Adicionado al principio de legalidad, tamb¡én en el prop¡o Cód¡go penal se encuentra

regulado la exclusión de analogía, que en el Artículo 7 expresa: "por Analogía, los

jueces no podrán crear figuras delictivas n¡ aplicar sanciones". por lo que

definitivamente en materia penal queda exclu¡da la f¡gura de la analogía.
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3.4.2. La equidad

Etimológicamente el término equidad proviene del latín equitas, igualdad, la equidad

implica la idea de relación y armonía enire una cosa y aque¡lo que le es propio y se

aclapta a su naturaleza intima". 1e

En términos generales la equidad significa aplicar la ley en igualdad de trato y de

circunstancias que influyen en un caso concreto, es decir, en forma equitativa y

ecuánime para alcanzar una verdadera iusticia en el caso.

Es imporlante considerar el pensamiento aristotélico sobre la figura de la equ¡dad por

ser ia más aceptable en el derecho moderno, según Aristóteles "la equidad es un

remedio que el iuzgador aplica, para subsanar los defectos derivados de la generalidad

de la ley. Por amplias que sean no pueden todos los casos. Hay múlt¡ples s¡tuaciones

que escapan a la previsión del más sagaz legisladol. Lo equitativo y lo justo son una

misma cosa y siendo buenos ambos, la única d¡ferencia que hay entre ellos es que lo

equitai¡vo es mejor aún. La dif¡cultad está en que lo equitativo, siendo justo, no es lo

justo, sino una dichosa rectificación de la justicia rigorosamente legal. La causa de esta

diferencia es que la ley necesariamente es siempre general y que hay ciertos objetos

sobre los cuates no se puede estatu;r convenientemente por medio de disposiciones

generales".2o

1'gDiccionario enc¡clopéd¡co de derecho usual, tomo lll, pá9. 491.

'o García Maynes, Eduado Ob. Cit pá9. 491.
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"i"La seguridad jurídica demanda que los jueces llamados a resolver una controversiax'-'t';i,/

cumpian su cometido aplicando con la mayor fidelidad posible los preceptos de la ley

escrita; pero cuando en determifiado caso no hay,ey aplicable y se han agotado los

recursos que br¡nda la interpretación, la justic¡a exige y el derecho pos¡tivo permite que

el juzgador se ¡nspire en criterios de equ¡dad, ya que no está auto[izado para

abstenerse de resolver las contenidas". 21

De manera que siendo la justicia un valor juridico que s¡rve de fundamento para la

aplicación del derecho, ¡a equidad const¡luye una expresión de la justic¡a, forma paúe

de ella y eljuez hace uso de la misma en caso de laguna legal y de haber agolado los

recursos de la analogía.

3.4.3. Los pr¡nc¡pios generales del derecho

Determinar el signiiicado y alcance de ¡os principios generales del derecho, es un iema

muy debatido y controveftido en la doctr¡na. En efecto algunos tratadistas equiparan los

princip¡os universales propios de la ciencia en general; otros tratadistas en cambio,

llegan a la conclusión de equipararlos con el derecho romano, otros autores ¡os

equ¡paran con el derecho natura¡.

Atendiendo a las d¡versas opciones vertidas sobre el significado de los principios

generales del derecho, se destacan variantes o puntos de vista los cuales son:

" rbid, pág.378.
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a) Variantetilosóf¡ca;

b) Variante legalista o pos¡tiva.

"La variante filosóf¡ca, representada singularmenie por Geny y del Vecch¡o, Manresa y

Recaséns, Aftalión y Garcia Máynez, tales principios no son en definitiva más que los

postu,ados del derecho natural; el fundamento de toda legislac¡ón, el fondo inmutable

que vienen a representar el elemento permanente y constante del derecho natural".22

La variante legalista o positiva "fue pairocinada principalmente por los civilistas italianos

como Coviello, fadda y Bensa; el p¡ocesalista Carnelutt¡ y también por Savigny y los

pandectistas alemanes. Para iodos ellos ¡os pr¡ncipios generales del derecho son solo

aquellos que han inspirado una determinada legislación positiva sirviendo de

fundamento al derecho positivo de cada paÍs y que pueden induc¡rse por via de

generalizaciones sucesivas de las disposiciones particulares de la iey".23

La mayoría de civ¡listas se adhieren al criterio legalista o positiva de los principios

generales delderecho.

El autor Puig Peña, considera como principios generales del derecho "aquellas

veÍdades o criterios fundamentales que ¡nforman el origen y desenvolvimiento de uná

determinada legislación, conforme a un orden determinado de cultura, condensados

" Puig Peña, Federico, ob. c¡t, pág. 88.

" tbídem.
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reglas o aforismos y que iiene virtualidad y eficaoa propia cbS"-"^ "1

las normas formuladas de modo positivo". 2a

De acuerdo con la corriente iilosóf¡ca enionces los principios generales del derecho

t¡ene una existencia externa, universal e inmutable en todas las legislac¡ones, en

cambio la corriente legal¡sta indica que los principios generales del de¡echo se

encuentran contenidos en cadá ordenamiento jurídico en part¡cular solo s! en la

legislación se encuenLran plasmados

En iérminos generales, los princ¡pios del derecho consiituyen aquellos criterios o

postulados de vaior supremo que sirven de fundamento y fo¡mación de¡ ordenamiento

jur¡dico positivo, de los cuales debe apoyarse el órgano jurisd¡cc¡onal para resolver los

casos ante la falta de norma expresa.

Con un criterio positivista francés Carnelutti af¡rma acerladamente que "los principios

generales del derecho no son algo que exista fuera, s¡no dentro del mismo derecho

escrito como el alcohol dentro del v¡no, son el espíritu o esencia de la ley".25

El criterio de Carnelutti es correcto al afirmar que los princip'os generales del derecho

se encuentran dentro del derecho escrito. Fn el derecho guatemalteco se pueden citar

a¡gunos ejemplos: para el criterio o principio general de que todo lo que no está

prohibido esta jurídicamente permitido, conten¡do en el Ariículo 5o de la Constitución

'o tbídem.
'zs García l\¡aynes, Eduardo, Ob. cit. pág. 37'l
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Politica de ia República, que se refiere a la libertad de acción que consiste en que to!fun".,, "'

persona tiene cierecho a hacer lo que la ley no prohíbe; no está ob¡igada a acatar

órdenes que no estén basados en ley y emitidas conforme a elia".

En la misma Constitución Polít¡ca de la República, en el Artículo 4o se establecen los

princ¡pios generales de Libeñad e lgualdad, al decir que "En Guatemala todos los seres

humanos son l¡bres e iguales en dignidad y derechos..." el derecho de defensá en el

ArtÍculo 12o, el principio de lrretroactividad de la ley regulada en el Arliculo 15; el

principio de la Primacia de¡ lnierés, que se encuentra conten¡do en el Ariiculo 22 de la

Ley del Organismo Judicial, al decir que: "El ¡nierés social prevalece sobre el inlerós

parlicular", etc.

3.5^ Legislación común

La legislación común lo constituye el derecho civil en general, que es la rama jurídica

de derecho privado que regula las relaciones que se dan entre las personas y las que

se derivan del derecho de familia y de los bienes en pariicular; del cual fueron

desprendiéndose algunas ramas jurídicas, tal es el caso del derecho de trabajo que

históricamente formó parie en un principio por ef derecho civil y que debido al

desarrollo social y a ia especialidad de la materia que regulaba, se hizo necesar¡o su

desprendimiento. Ante la ausencia de norma ¡egal en materia de trabajo, los jueces

compelentes pueden hacer uso de la legislación común para integrar ¡a ley en los

casos no previstos, cuyo procedimiento se encuentra regulado en el Aft¡culo 15 del
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Cód¡go de trabalo, enfatizando d¡cho articulo que los jueces harán uso de ella com\fu,.*,9'

últ¡mo recurso en los casos no previstos; en efecto, el Articulo 15 establece: "Los casos

no prev¡stos por este código, por sus reglarnentos o por las demás leyes relat¡vas a'

trabajo, se deben resolver, ... y por últiqro, de acuerdo con los pr¡ncipios y leyes de

derecho común".

3.6. lntegrae¡ón de la ley en la leg¡slación de Guatemala

En la legislación guatemalteca, los mecánismos legales con que cuentan los jueces

ante una laguna de la ley, se ubican en la iey del Organismo judicial en los Adículos 10

v 15.

Art¡culo 10, "interpretación de la ley. Las normas se interpretan conforme a su texto

según el sent¡do propio de su palabra, a su contexto y de acuerdo con las disposiciones

constituc¡onales.

El conjunto de una ley servirá para ilustrar el contenido de cada una de sus partes, pero

los pasajes obscuaos de ¡a misma, se podrán aclarar, atendiendo e¡ orden s¡gu¡ente:

a) A la flnalidad y espíritu de la misma

b) A la historia Fidedigna de su ¡nstitución;
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d) Al modo que parezca más conforme a ¡a equ¡dad y a los princíp¡os generales del

derecho"

Artículo 15. "Obligac¡ón de resolver. Los jueces no pueden suspender, retardar ni

denegar la adminÍstración de la juslicia, sin ¡ncurrir en responsabilidad. Fn los casos de

falta, obscu¡dad, ambigüedad o insufic¡encia de la ley, pondrán el asunto en

conocimiento de la corte Suprema de Justic¡a. a efecto que si es el caso ejercite su

iniciativa de ley".

En realidad, las reglas contenidas en Ariículo '10 de la Ley del Organismos Jud¡cial, se

refieren a reg¡as comunes de interpretación de la ley, en toda clase de procesos y que

siryen de guía al órgano jurisdiccional, tanto para la interpretación de Ia ley como para

su integración, por lo que el fundamento ¡egal pára el proced¡miento de integración de

Ia ley, se encuentra contenido en el ciiado Ariícufo, especificamente en el inciso c) que

se refiere a la equ¡dad y a los principios generales del derecho.

De lo hasta ahora visto, así como tamb¡én se verá en el transcurso del presente

trabajo, podemos deducir que en los procesos de ejecución civil que se siguen en

contra del Estado de Guatemala se apl¡can en forma análoga los procesos ejecutivos

contemplados en el Código Procesal C¡vil y Mercantil, sin embargo no podemos obviar

que cuando se producen este tipo de procesos, como ya se analizo, se dan contra un
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ente con personalidad jur¡dica espec¡al, por lo que en el s¡gu¡ente cap¡tulo se hará u&-.'."'

análisis sobre como se desarrol¡an en la actualidad los proceso de ejecución en contra

del Estado de Guatemala.
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CAPÍTULO IV

4. La Ejecuc¡ón civil contra el Estado de Guatemala

4.1. General¡dades

Sabiendo que el ordenam¡ento jurídico nuesiro, manda que quien haya contraído una

obligadón observando todos los requis¡tos legales exigibles, de cualquier manera, debe

cumplir con ésta; y conociendo las normas jurídicas que protegen al patrimon¡o estatal

en sus conjunto, se deduce de ello la necesidad que existe en nuestra legislación

guatemalteca de regular un proceso especial para ejecutar civilmente al Estado de

Guatemala, el cual pasaría a ser un nuevo proceso de ejecuc¡ón espec¡al.

Pese a la diversidad de func¡ones del Estado y de la caniidad de obligaciones que de

cualquier modo contra¡ga, las ejecuciones que se ventilan en la práct¡ca contra éste y

sus ent¡dades son relativamente pocas, en vista que por la forma en que se encuentra

regulada la manera de adquisición de los bienes y las demás contrataciones de estos

entes, se reduce Ia posibilidad de que estos cumpliesen. No obstante lo anterior,

siempre vemos s¡tuaciones singulares en las que por d¡versas razones el Estado o

cualquier ent¡dad estatal no puede cumplir voluntadamente, caso en el cual, el afectado

debe acudir ante los órganos .lur¡sd¡ccionales en demanda a requerir el pago

respectivo, debiendo para ello contar con el documento que contenga tal derecho.
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Previo a enhar de lleno a analizar de cómo se dan en Ia actualidad los procesos )$"'.*. "
ejecuc¡ón civil en contra del Estado, veremos también la forma de cómo se orig¡nan las

obl¡gac¡ones y de cómo nacen los títulos ejecut¡vos, que serv¡rán al part¡cular para

poder reclamar un derecho y ex¡g¡r el cumpl¡m¡ento de una obl¡gación contraída por

parte del Estado y de mas entes públicos.

4.2. La contratación adm¡nistrat¡va

El Estado como persona que es, adquiere derechos y obligaciones, aunque como ya lo

hemos visto el Estado üene una personalidad juríd¡ca espec¡al, ya que dentro del

mundo del derecho no es igual que las demás.

La Contratación Administrativa es una herramienta proporcionada al Estado tanto para

adquirir obligac¡ón como para cumplir con sus f¡nes, decimos que es una heÍam¡enta

porqué es por medio de ella, que se logra amrdar con un particulat la ptestadón de un

servicio o la real¡zación de una obra que el Estado no puede rea¡izar puesto que no

tiene ¡a capacidad para hacedo.

Sabemos muy bien que en la actual¡dad el Estado necesita de bienes y serv¡cios para

cumplir con sus fines, como por ejemplo combustible para sus vehículos, papelería

para abastecer las ofcinas de ¡as carteras del Estado y demás entidades que func¡onen

con fondos públicos, esas entre otras necesidades. Para poder obtener dichas
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prestaciones el Estado recurre a un particular para que-le brinde lo que ñecesita paé-,-.,^,)./

subsistir, y lo hace por med¡o de una f¡gura: El contrato administrat¡vo.

"La palabra contrato, proviene de la voz latina contractus, que qu¡ere dec¡r lo mntraído,

por ser el particjpio pasjvo del verbo contraeré, derivado de cum y thaho, traduc¡bles

como venir de uno, l¡garse, lo que después se ent¡ende como acuerdo de voluntades".

26

Deb¡do a la importancia del contrato adm¡nistrat¡vo, éste t¡ene una regulación especial y

más aún porque una de las partes que se presentan en la relación juríd¡ca es Ia

Admin¡stración Públ¡ca

"Son contratos adm¡nistrativos aquellos, cuyo objeto directo sea Ia ejecución de obras o

la gest¡ón de serv¡cios públ¡cos del Estado o la prestación de suministros al mismo, así

como los de contenido patr¡mon¡al que tengan carácter adm¡n¡strat¡vo, por declararlo

así una ley, por su directa v¡nculación a un servic¡o públim o por revestir característ¡cas

intrínsecas que hagan precisar una especial tutela del interés público para el desarro¡lo

del contrato'.27

Contrato administrativo, es el celebrado entre un particular o varios, y la admin¡stración

pública, en ejerc¡cio de func¡ón administrativa, para satisfacer el interés públ¡co, con

sujec¡ón a un régimen exorbitante del derecho privado.

¿6 Enciclopedia jurid¡ca omeba, Tomo ¡ll, págs- 56.
tt Godillo, Agus't¡n, Tratado de derecho adm¡n¡lrativo. págs.68-
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En mnsecuenda, de la def¡nic¡ón antes descrita, se desprende que: Los contra\",,. ":.
celebrados ent€ particulares no pueden ser adm¡n¡strativos; los contratos celebrados

entre personas de derecho público del prop¡o Estado tampoco serán, en rigor,

admin¡strat¡vos; por cuya razón, la doctrina los reconoce como lnteradministrativos:

tampoco serán adm¡nistrat¡vos los ce¡ebrados poi persona de derecho público, sin

implicar el ejercicio de lunción adminislrativa, sin satisfacer el interés público o sin

sujetarse a un régimen exorbitante del derecho pr¡vado; "Podrán ser adm¡n¡strativos no

sólo los contratos celebrados por la admin¡stración pública en sentido estricto, s¡no

también por las áreas adm¡nistrat¡vas de ¡os Poderes Legislatjvo y Judicial y los

órganos constituc¡onales autónomos, a cond¡c¡ón de que impl¡quen el ejerc¡cio de

función adm¡nistrativa, satisfagan el ¡nlerés públ¡co y se sujeten a un régimen

exorbitante del derecho privado'. 28

En la defnic¡ón jurisprudenc¡al española de princ¡pios de siglo, el profesor Mariano

Gómez González, la designó en los sigu¡entes términos: 'Digase generalmente, que

son contratos administrativos los ce¡ebrados por la Adm¡nistrac¡ón para obras y

servicios públicos de toda especie; es dec¡r, aquellos en que se conduce como

autoridad"

Para determinar la naturaleza d9 los contratos que el poder público celebra con los

particulares, debe atenderse a la final¡dad que se pe¡s¡guió a! celebrarlos. "Cüando el

objeto o la finalidad del contrato estén íntimamente yinculados al ormplimiento de las

'z3 Caldercn Mo.ales, Hugo H. Derecho adm¡n¡strat¡vo l¡- págs. 439.
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atr¡buciones del Estado, se está en presenc¡a de un cont.ato adm¡n¡strat¡vo; en cambÚ+.r.,, c t

cuando el Estado contrata sin compromiso para el cumplim¡ento a sus atribuciones, el

contrato que celebre será de naturaleza c¡vil; y por ende, el derecho mmún regirá la

situación particular creada por la voluntad de los contratantes'. ^

Debido a la gran cantidad y diversidad de cuestiones que maneja el Estado por la vía

de la función administrativa, la administración pública liene la necesidad de real¡zar

convenios y contratos que ¡e permitan efectuaf acciones que Ia habi¡¡ten para el log¡o

de sus fines, para lo cual es indispensable que entable relaciones con los padiculares,

ya que necesita de éstos en virtud de que el Estado no t¡ene a su alcance todos los

b¡enes o servic¡os que requiere. En este senl¡do, la adminisirac¡ón pública realiza una

ser¡e de contratos, los cuales veremos a cont¡nuac¡ón.

4.2.1. Clas¡ficación de los contratos administrat¡vos

Es de suma importancia mencio¡ar los tipos de contratos que util¡za el Estado para el

cumplim¡ento de sus f¡nes, que al flnal es por medio de ellos que el Estado adquiere

una serie de derechos y obligaciones, los cuales debe cumpl¡r como cualqu¡er otra

persona individual o juríd¡ca.

's Gómez González, Manano, Conces¡ones admin¡strativas. pág. 62.
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De obra pública

Es el más usual e importanie de los conlralos adminiskaiivos. Obra públ¡ca es el

trabajo realizado sobre b¡enes inmuebles con lines de ¡nterés públieo. No es lo mismo

contrato de obra pública que obra públ¡ca, en el primero es un particular, que en virtud

de un acuerdo de voluntades con la administración pública y a cambio de remuoeración

real¡za el trabajo; cuando hablamos de obra públ¡ca estamos refiriéndonos a la que

realiza el Estado por sus propios medios. Son contratos admin¡strativos que tienen por

objeto la construcción, modificación, mantenimiento, o reconstrucción de una obra

pública (edific¡os, puentes, muelles, carre{eras eic.);

De sum¡n¡stro

Es el que ceiebra la adminislración públ¡ca con algún particular a efecto de que éste le

proporcione de una forma continua cierlos bienes o servic¡os que el ente adminislrativo

requiere para sus tareas. Este contrato se realiza para la obtención de determinados

bienes de uso corr¡ente de la administrac¡ón, como papeieria, articulos de escritorio,

refacciones, mob¡¡iario, entre otlos,

De explorac¡ón, explotaeión y transporte de recursos naturales

Es el que otorga la administración pública a favor de parlicu¡ares o de empresas, bien

sea para apropiaciones, disfrutes o aprovechamientos privados en e¡ dom¡nio público.
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Es además, un contrato para encomendar a los pa¡t¡culares la prestación

determ¡nados servicios públicos; esto sucede por la enorme cantidad de tareas que el

Estado tiene atribuidas para lograr sus fines y es imposible cumplir de manera directa.

De concesión de servie¡os públ¡cos

lMediante esle contralo adm¡nistrativo, el co-contranle se compromete con el Fstado o

la entidad pública a prestar un serv¡cio públ¡co, según las tarifas aprobadas por iá

autoridad y las cond¡ciones prev¡amente deierminados y bajo ,a condición de

intervenirlo en caso de ¡ncumplimiento de esas condiciones (servic¡os de transporle

terrestre urbanos y ex¡raurbanos, de carga, de pasajeros, energia eléctrica, agua

potable etc.).

El contrato de concesión ¡e perm¡te al particular desempeñar actividades que son

propias del Estado, porque persiguen la satisfacción de intereses generales.

Consideramos por concesión el acto jurídico por e¡ cual el Estado confiere a un

part¡cular la potestad de explotar a su nombre un servic¡o o b¡en público, que son de

domin¡o público, satisfaciendo necesidades de interés general.

La particularidad de esie contrato es que son ¡os part¡culares los que pagan el precio

del contrato, ya que es e¡ concesionario e¡ que presta el servicio y el que se encarga de

realizar el cobro respectivo, el Estado no paga al contratista, pero una vez se vence el

plazo de la concesión, los bienes vuelven al domin¡o del Estado.
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No torlgs los bienes dei Esi;rdo se pueden concesiorar, ya que eigunos por perteneclQ..,,, : I

la dqueza del subsuelo ai Esi*do, túdos ios rec lsos natüraies y bienes arqueológicos

que se descubdere conlo consecuencia de lá ejecr¡cióü de ia obra, clredarán excluidos

de la cúncesión oiorgada. Una vez firñtizada el piazo de la concesión y no habiendo

prórroga se debe entregar las obras e insiaiacicües a que está obl¡gado el

concesionario al Éstad0.

De servicios al Estado o ent¡dades públieá6

Este contrato adminisirativo liene por Óbjeio que el Esiado o sus entidades reciban del

co-contratante determinados servicios (vigilancia, l'¡¡p¡eza, computacion, mensajeria

eic.).

Pe servic¡os técn¡cos o profesionaleg

"Los profes¡onales o técnicos se comprcnreten can el Estado o sus eniidades públicas,

a presta¡les servicios durante determinados plazo. (no mayor a un año calendario) o en

determ¡nados asunlos preparación de planes, programas y proyectos. A camb¡o el co-

contratante ¡ecibe honorarios y no t¡ene derecho a ninguna prestación adicional". 3!

30 Abrcu Dal¡ad, Adilson, Contratos administrativos, tomo ll, Pags, 93.

66



I

."_fFIx
-f_J ;t
1]:-, ,Fi,
<"*"":'/4.2.2. Formas de contratac¡ón de la administración pública

Fl proced¡miento de contratación administrativa comprende en general, de las etapas

previas a la preparación del contrato, lo relativo al problema de la elecc¡ón de ¡a otra

parte con'iratante y por último, el de ¡a forma misma que debe revestir el negocio

contractual

El Estado como cualquier contratanie, tiene el derecho legítimo de obtener de los

particulares las mejores cond¡c¡ones en su contratación, las más económicas, las más

eflcientes y en las que ofrezcan mayores garantías de seriedad en su realización.

Los procesos de selección, son procedimientos públ¡cos po¡ los cuales se realizan los

Conlratos Administralivos, procesos en los cuales puede paftic¡par cualqu¡er persona

que cump¡a las bases y requis¡tos ex¡g¡dos por ¡a Ley.

La activ¡dad prelim¡nar al contrato de la Adm¡nistración adopia las formas jurídicas

propias de la func¡ón administrativa. Las etapas del procedimiento preparatotio y previo

a la em¡sión de la voluntad contractual, susianc¡almente adqu¡eren forma de acto,

reglamento, hecho o s¡mple acto administrativos. Ellas, a tenor de nuestra dogmática

jurídica, son las formas por las cuales se exterioriza toda la ac¡ividad admin¡strativa del

Estado, contractual o no. La actividad adminisiratíva conlractual o precontractual no es

ajena al régimen jurid¡co de la func¡ón administrativa ni tiene formas juridicas de

manifestac¡ón d¡st¡nta de aquélla.
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Los actos, hechos, reglamentos y simples actos administrativos, dictados o ejecutados,:"'"'"-"

en la preparación de la volurtad adm¡nist¡ativa contractual, se incorporan

unitariamente, aunque de manera separable, en el procedim¡ento admin¡strat¡vo de

conlormációÍ de Ia voluntad contractuái. Por ello, lás reglas y pr¡ncipios que rigen la

intervención de los interesados en la preparación e impugnación de la voluntad

adminisirativa (procedimiento administrat¡vo) son también aplicab¡es a la actividad

administrativa precontractual (de preparac¡ón de la voluniad) y contractual propiamente

dicha (de ejecución de la voluntad).

El proced¡miento adminislrativo preparatorio de ¡a voluntad conlractual se inlegra,

además, con la actividad que despliega a ese efecto el futuro contratista de la

Administración Pública. En la act¡vidad precontractual, preparaioria o preliminar del

contrato adm¡nistrativo, encontramos también actos y hechos jurídicos pr¡vados o de

particulares. Por lo tanto, ¡a selección del contratisla por cualquier procedim¡ento

(l¡ciiac¡ón públ¡ca, cotización, compra directa), no se agota en un acto administrat¡vo

único, sino que es el resultado de var¡os actos, hechos, .eglamentos y simpies actos

administrativos, que reciben concurrencia y colaboración de los parliculares por med¡o

de actos y hechos jurídicos privados, siempre que el oferente sea una persona privada.

Son diversos ¡os tipos de procesos que existen, dependiendo del t¡po de bien o serv¡cio

que contraiar, asi como iambién del monto del contrato.
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\L2L¡citac¡ón pública

La Liciiación pública es uno de ios proced¡rnientos observados para las contrataciones

del Estado y otros entes públ¡cos. Es un procedimiento de selección del co-contratante,

que sobre la base de una prev¡a just¡ficación de la idoneidad ét¡ca, iécn¡ca y Jinanc¡era

de los ¡nterv¡nientes, t¡ende a establecer Ia mejor oferia, el precio más conveniente,

para la adquisición o enajenación de bienes, prestación de serv¡c¡os o ejecución de

obras.

L¡citación pública es un procedimiento administrativo por ei cual la Administrac¡ón invita

a los interesados a que, sujeiándose a las bases fijadas, formulen propuestas de las

cuales se seleccionará y aceplará (adjudicación) la más ventajosa, o conveniente.

Técn¡camente, la lic¡tación pública es un procedimiento administrativo de preparación

de la voluntad contractual, por el que un ente público en ejercicio de la func¡ón

administrativa inv¡ta a los interesados para que, sujetándose a las bases lijadas hágan

sus ofertas.

La f¡nalidad del proced¡miento de i¡c¡tación es la determinación del proponente que

formula la oferta más ventajosa para el Estado. De ahi que la doctrina, la legislación y

la jur¡sprudenc¡a, han establec¡do algunos requisitos o pr¡ncipios propios que hacen la

esencia y la existencia de la ¡icitación y a los cuales deben recuffirse para resolver ios

problemas concretos de ¡nterpretac¡ón que la practica administ.at¡va promueve. Los
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licrtación y de los demáE,...,,.'princ¡pios jurídicos esenciales, que hacen a la ratio iuris de la

procedimientos de selección del co-contratante, son:

a) La libre concurrenc¡a. Se entiende que toda percona que llene los requisiios,

puede presentarse y emit¡r su oferta para la Licitación, de la misma forma también

puede expresar su deseo de ser selecc¡onado en el concuISo.

b) lgualdad entre los ofertantes, La adminisiración debe valorar a cada uno de los

oferentes de la m¡sma forma y traiarlos en igualdad de condiciones, no hacerlo daría

lugar a la impugnación del acto administrativo, o a un Amparo por violac¡ón al princ¡pio

de lgualdad.

En los Contratos Administrativos, el procedímiento de L¡citac¡ón, constituye una

garantía para los interesados en contratar con el Estado y otros entes púb¡icos, que

sobre la base del principio de concurrencia e igualdad y evrtando fatos preferenciales,

puede hacer real y efectiva ia colaborac¡ón de los particulares.

Cotizac¡ón

En esta forma de contratación podemos observar un cierto parámetro de

discrec¡onalidad de la Adm¡nisfac¡ón Púb¡ica, pues es ella la que elige a quiénes van a

ser postores. Asimismo se determina que se debe dejar constancia de la ¡nvitación que

se realice, y de hacer constar la recepc¡ón de la misma, esto sumado a que se
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puri¡icará !a invilación en los per¡ódicas de mayor circulac¡ón. se establece que ,Ñ,",..':.

seguirán las mismas rsglas que la Iiciiación púb¡icá en cuanto a la preparación de ias

bases, el arráiisis y las noiificaciones. La part¡cirlaridad de ésl¿ forma cje cont;-aiación,

es la invitac¡ón pariicu¡ar que hace la Adminisiraüión Púb¡icá a personas naturales o

luridicas.

gontratñción dirscta

Ls el procedimienio por e¡ cual e¡ Estadc elig€ dire¿iamente ai contrairsie, sin

rcncurleflcla. u opcsici/in de oferentes. Nussira ley la define como la forfia poÍ la que

una rnsiiiucióll ccntral¿ directamente coai una persona nalural o luridrc¿ sin seguir 6J

procedin'riento esiablecido eñ la Ley, perc fianienieÍdc los c lerios de con-rpeiencia y

lol-]lando en cL¡enia iá3 cond¡c¡ones y esÉrecificaciones lécnicas previámente cef¡n¡das.

La contraiación directa o compra d¡r'ecta. se basa en iá elección directe clel ülniratista

sin rrncurrencie de oiros canfaiislas !¡ sin sonelerse a oposieion, acluando igual que

ei part¡cular que cornpr-a d;rec¡amente, paga y cbiiene factira o co¡tralo. El reql¡isito de

la coniraiac!ón direcia es solrcltar precios a varios interesadcs, reunif psr lo rnencs lles

pr-esupueslos o prcforfias (caiizacionesi. Si ¡o reúne le ofeña de lre; casas, en.rpresas

o persoí]as individuales s se ccnsrgue una o dcs o ninguna, fa orga lzactón púbirca

qi-¡eda en iifledád de contratat efi fotma direcia cen quiec consiciere conveniente a sus

iniereses. Obvia enle tal extremr Csbe naceise consi¿r. L¿ coniratación di.ecta no 
"s

obriigaioria. ai]nqije se estailiezea er la ley.

'l
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4,2.3. lncumplimiento del conlrato administrativo

Por diversas razones o en a¡gunos casos por acontecirnientos ¡mprevisibles, se origina

el incumpl¡miento de los conlratos adm;nistrativos en perjuicio del interés general, salvo

los casos de legítimo incumplimiento vistos anteriormente. Es f.ecuente el suministro

de elementos en malas condiciones, de calidades inferiores, en cantidades menores a

las estipuladas, en lugares diversos a los convenidos o con alterac'ones de precios y

circunstancias que unas veces se han previsto, pero que en la mayor parte de las

veces. no han s¡do consideradas en los conven¡os.

Debemos distinguir el cumplimiento normal y regu¡ar de un contrato administrativo y las

distinias causas que lo alteran o extinguen por violación de su régimen jurídico o de los

motivos que señalan las bases de contratación.

La contratación estatal como cualquier otra activ¡dad humana puede verse somet¡da a

conf¡ictos y controversias. Unos de los conflictos más comunes que aparecen con

motivo de la contratac¡ón estatal podrian c¡rcunscribirse a los siguientes:

a) Conflictos por interpretac¡ón del contralo,

b) Conflictos por mot¡vos de la ejecución del contrato.
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Siendo uno de los más usuales el conflicto causado por la falla de ejecución

contrato, ya que ejecutar correciamente un contrato es darle contenido concreto a

obl¡gaciones pactas por cada uno de las pades.

El contrato neces¡ta ser ejecutado, debido que no puede quedarse éste en el simple

documento en el que consten las obligaciones de las partes. El contrato para quedar

completo necesita sa¡irse de la órbita de las formulaciones legales y teóricas. Ya que su

lin primordial es que sea cumplido es decir ejecuiado.

Pero cuando surge alguno de estos confl¡ctos, en Guatemala de conformidad con el

Atliculo 221 de la Consi¡iución Politica de la República de Guatemalá, establece que el

Tribunal de lo Contencioso Administrativo tiene la función de contralor de la iuridic¡dad

de la administración púb!ica y tiene atribuciones para conocer en casos de controversia

derivadas de los contratos. Así mismo en los Artículos 19 al 48 de la Ley de lo

Contencioso Adm¡nistrativo, decreto 119-96 del Conqreso de la República, se nos

específica el procedimiento a seguir. Y estando firme Ia resolución que puso fin al

proceso, la sentencia deberá de señalar un plazo para que se ejecute lo resuelto. La

sentencia es ejecuiable en vía de apremio ante ¡os tribunales competentes del ramo

civil o ante la competenc¡a económico coactivo, según el caso.

Sab¡endo entonces que e¡ Eslado o sus entidades pueden aparecer como contratantes

v que dentro de los contratos en que aparezca puede incurrir en om¡siones o

incumplimientos y que además puede ser vencido en ju¡cio de conocimiento
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oL)ligándosele a pagar cinero, a entíegaí cosa mueble o inmueb¡e, a efeciuar alguna'l"-', ':
acción. a escriturar o a reponer lo quebrantado. esios enies pueden ser sujetos pásivos

de eiecución

El lraber obseruadc de una manera generalizada ccnro se origina el documento que

acredita ja existeocia de una obligación de parte de! Estadc o sus entidades a favor de

particulares nos sirve de base para iniciar un proceso de ejecución y según see el

d*cumento que acrediia la el cerechc conira e! Esteaio. asi será ia ejecuciór que:e

{iella grcmover. Ari iamblén es irnpcrtanie lemar en üuenta que denio la legisladón

glrateinaiteca, existen varics precepios ¡eqales, que obl¡gan sl Fropio Fsiado a rumpllr

ccn sus oirligaciones contraíCas, lc cual yeremús a continuación

4.3. ¡\¡ormas j*rídisas que obl¡gan al E$tado a pagar lü adeudado

!1e¿ordemos qus el fsiado e$ el responsallie de la oroficción iiel bien c¡niún. rie la

conso¡idacién del !"ég¡men ce justicia, iguaicad y paz, por lc que se ve otr¡iga.lo ¿

cuürpiir cl]n sus ob¡ig€6iones. puesic que no resultaria jusio ni lóg¡m que valiéndose de

,tue €l Esiado cuenta csn poder srilremc. scic lcs paniculares puedan resultar

of,l,gados al ¡feci vo i--¡p.;n' e,':o .:e s:.: .or'rr'. .'so.

F$ impodante menciclnai que ei EstaCo o lá insiltüción estatsl a ¡a que se sirve en su

;ásr, son respcns¿bles sol¡Car¡amenle con el dign¿tar;c, funcionarlc o empleedo de

estos enles, en e¡ caso cüe s€ inÍrnja lá iey en Ferjl¡icio ds lc; perticulares, sien;prg
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que sea en ejercicio de sr.i cargo. Esla soiidaridad i¡ene una ¡imiianie, ya que los daños\{"-, ^:)/
y perjuic¡os cáusadcs por müvinienics arñados o disturbios civiles no podrán ser

rsclamados según lo contenrpiado en sl Adicuio 155 de ¡a Csnstitución. El Código Civii

en su Adículo 1,665 contiene ls Cisiposición que le responsábil;daC del Esiado en esas

casos es subs¡diaria y soio podrá hacerse efeciiva cüando el flrncionario o ernpieadü

directamenle responsable no tenga bienes. c los qlre tenga no sean suficientes pars la

responder del dañc c perj'Jicio caasacio. Fl1 icdü c.i]so. según el A¡1ículo '!,666 del

Código Civ¡i, qujen pagó el daño o $e{uicio lisne derschc e fepetir conira el que lo

causó, saivo que éste hubiere procedido de ccí¡Ícrnidád con instruicionss recibicas de

áquel y sin excederse ds elias.

f s de inferir que i¡ estabiec;da er el Aítículo 1,665 'lel Códigc Civii. que la

fesponsabilidad dei Fstado en caso de dsñcs y perjuicics causados por sus

iu!lc¡onarios o empleados es sLrllsidiada. se contradice con la Ccnslitución Politic¿ de

la Repúb!¡ca d€ Guatenrala, ia cual esiableie en el Ailiculo 155. que "Cuende un

dlEnaiario funcicnarlo r trebaiador del Estado en ei ejerciclo ce su cargo itfrirla la ley

en perjuicio cie pari¡crriares, el Fstadc o la institüción e;taial a qLren sr-va. ;eía

sülidarier¿ente res¡onsabie pot los deños y peijuicics qu€ se causarsn". por lü que al

erisiir solldaridad no se va a hace¡ ur recla|],}o suitslCiailar,'te ie sino qLle el acreedor

Írenie a dos deudores sclidarios le conroei€ ej Cei'echo de reclamar a cualquÍ€ra de ¡os

responsabies s¡mL¡¡táneament'r
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En e¡ segundo párrafo de la literal jdel Articulo 171 de la Constitución Politica de }*.." ,'/
Repúb¡ica de Guatemala, se establece que es atribución del Congreso: "Aprobar o

improbar los proyecios de 
'ey 

que sobre reclamaciones al Estado, por crédjios no

reconocidos, sean sometidos a su conocimiento por el Ejecutivo y seña¡ar asignaciones

especiales para su pago o amo¡tizaciones. Velar porque sean debidamente pagados

los créditos contra el Estado y sus lnstituciones derivados de condenas de condenas

de los tribusales".

De conformidad a lo estab¡ec¡do en el AÉiculo 1,519 del Código Civil, "desde que se

perfecciona un contrato obliga a los contratantes al cumpi¡miento de lo convenido,

siempre que se lleve dentro de la6 disposiciones legaies relativas al negocio celebrado,

y debe ejecutarse de buena fe, y según la común intención de fas partes" Articulo que

es aplicable a¡ Estado como persona que es, po¡ lo que desde que este se obliga,

queda comprometido a cumplir con la obiigación contraída.

El Artículo I del Decreto 33-20011 del Congreso de la República, Ley del Presupuesto

General de lngresos y Egresos del Estado para el Ejercicio Fiscal 2012 establece

"Obligaciones exigibles por la vía ejeculiva. Cuando el Estado deba pagar

¡ndemnjzaciones y prestaciones u otras ob¡igaciones que consien en sentencia l¡rme,

las ent¡dades de la administración central y descentral¡zadas, quedan obligadas a

solventar ante ¡a instancia respect¡va, con carácter urgente el pago con los créditos que

le sean aprobados en su presupuesto, prior¡zando ¡a utilización de los recursos propios

de la entidad sentenc¡ada"
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Aunado a io anterior el Estado de Guaieniaia cuenia con parlidas dei presupuesto para\"'.,,,, 

" 1."

e¡ pago de senlencias lud¡ci¿les. ta¡ y oomo lc esia¡llece ei ManLrai de Clasificaciones

Presupuesiaria para el secto¡ Púbiicc de OLrátefiala, en su cLrada eciis¡ón, que en la

clasilicsción 9or objeto del Easto, comprende en el rengión 9i 3. gastos para aiender ei

pago de sentencias judiciales y qlre no han pcdido paoveetse en las pariidas

esperificas corespond;enies.

Es de hacer ver que no obsianie. co¡.lo se vio anieriormenle el Articulc I del Decreic

33-20011 del Cong¡eso de ia Repúb¡ica, Ley del Presripuestc General de lngresos y

fgrss{:is dei Estado perg ei Elerc¡cie Fiscai 2012, prevee ia Íorma de pagc inclusive con

carácier rgente, p€r pa*e del Estadc al moi'nenio de ser ordenado cie hacsrlo, este de

ve imposíbliiiado de cumplir, ya qus si bien es cie*o en esia normaiiva se impone la

cbl¡gación de cumpi¡r, se encuenifa cc¡ ia limiiantg de que en la mlsma nornai¡va se

estlpuia que se deben efe¿iuar con ios créd¡tos que les sean aprobados en sLJs

tespectivos presupueslcs, s¡endo elio en la aciLlaliCad dificil que se dé. va que a lcs

dlversos organisn:os del Eslads al moñtentc Ce a0íobárce¡es sus respecl'\'os

presupuestos, no se le otcfgan ir¡ngún iip? de crédlios. únicemente ampllacicnes

preslrpuestarias. qug se dan en aigufiss cegos s deier¡.njt;ados nii!-tlsie'tos ! órgancs,

no asi ürédiios al lrresupl,"sto que le$ fue aprobado paaa e1 ejercicio flscal.
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4.4. Los procesos de e¡ecución civil contra el Estado de Guatemala

Actualmente los procesos de ejecución civ¡l que se entabla¡ en contra del Estado de

Guatemala se rigen por las dispos¡ciones comunes contenidas en el Código Procesal

C¡vil y Mercanli¡, especificamente en el libro tercero; a lo regulado en e¡ Articulo I del

Decreto 33-20011 del Congreso de la República, Ley del Presupuesto General de

lngresos y Egresos del Estado para el Ejercicio Fiscal2012, y en virtud de ellos es que

haremos un pequeño análisis del trámite de cada proceso de ejecución que se puede

dar en contra del Fstado de Guatemala, así como a lo regulado en ef Manual de

Clasificaciones Presupuestaria para el sector Públlco de Guatemala, en su cuarta

edición del Minisierio de Finanzas Públicas.

4.4.1. Eljuic¡o ejecut¡vo en contra el Estado de Guatemala

Para poder entablar juic¡o Ejecutivo en contra del Estado de Guatemala, debemos

iniciar por poseer cualquiera de los títulos ejecutivos que se enumeran en el Artículo

327 del Decreto '107, Cód¡go Procesal Civil y l\,4ercanlil, sin embargo siendo este un

caso particular de juicio ejecut¡vo en los que se t¡ene como sujeto pasivo ál Estado de

Guatemala o ya sea a¡guna de sus dependenc¡as, no debería aparecer este como

deudor con base en todos los títu¡os que enumera el articulo anter¡or.

El proceso en este tipo de juicios, cuando se entabla en contra del Estado, como ya se

menciono anteriormente está contenido en ei Artícu¡o 329 al 335 del citado Cód¡go, en
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los cuales se establece que planteada la ejecución, el juez debe calificar el tituib&'--.:'

ex¡stente y s¡ lo considera suficiente y la cantidad que se reclama es liquida y exigible,

despachará mandam¡ento de ejecuc¡ón ordenando el requer¡mienio al obligado y se

dará audiencia por cinco días al ejecutado, para que se oponga o haga valer sus

excepc¡ones. Si el ejecutado no se opone o interpone excepciones, venc¡dos los c¡nco

días se dictará sentencia. Si hubiere oposición, eljuez oirá pordosdias al ejecutanie y

con la contestación o no de éste, se mandará a recibir ias pruebas por e¡ plazo de diez

dias comunes a ambas partes, si alguna de ellas lo pidiere o el juez lo eslimare

necesar¡o, por lo que vencido este plazo se d¡ctará sentencia y en ningún caso se

otorgará termino extraordinar¡o de prueba.

Finalizado el proceso ejecutivo eljuez deberá ordenar al Estado de Guatema¡a el pago

del monto reclamado, sin embargo en el presente caso el juez no podrá ordenar

embargos sobre bienes del Estado de conformidad a lo establecido en Artícuio I del

Decreto 33-20011 de¡ Congreso de la República, Ley del Presupuesto General de

lngresos y Egresos del Estado para el Ejercic¡o Fiscal 2012. En todo caso e¡ pago se

debe hacer bajo el aperc¡bimiento de responsabilidad del func¡onario o litular del

órgano deudor.

4.4"2, La vía de aprem¡o en contra el Estado de Guatemala

Para la procedencia en Ia vía de apremio procede en virtud de cualquiera de los titulos

ejecutivos establecidos en el Ariiculo 294 del Cód¡go Procesal Civil y Mercantil, siempre
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que traigan aparejada la obligáción de pagar cantidad de dinero liquida y exigible. s}q,,..,,, . '

embargo es muy ¡mpodante recalcar que con respecto a los tílulos ejecutivos

mencionados en los numerales 3'y 5" del citado artículo, no hay norma jurídica que

permita lo relativo a derechos reales de garantía sobre los bienes propiedad del

Estado, por lo cual se puede afirmar que de los titulos ejecutivos enumerados en el

Artículo 294 del Código Procesal Civil y Mercantil, el Estado y sus entidades no pueden

aparecer como s¡gnatarios de instrumentos en lo que se hipoteque o de en prenda

algún propiedad del Estado.

El procedim¡ento a seguir en este tipo de procesos, cuando el Estado sea el ejecutado

no es precisamente el que se establece a partir del AÉículo 297 del Código Procesal

Civil y Mercantil, puesto que no se puede ordenar el requerim¡ento de pago para

poster¡ormente embargar bienes ya que como se conoció, esta medida está proh¡bida

en el Arliculo I del Decreto 33-20011 del congreso de la República, Ley del

Presupuesto General de lngresos y Egresos del Estado para el Ejercicio Fiscal2Al2-

Así pues promovida la ejecución en la via de apremio, eljuez debe cal¡ficar el título en

que se funde, y si lo considera suficiente, despachará mandamiento de ejecución,

debiéndose ordenar en ¡a resolución el pago del monto reclamado. En todo caso el

pago se debe hacer bajo el apercibimiento de responsabilidad del func¡onario o titular

del órgano deudor.
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4.4.3. Las €jeeüc¡ones espeeiales contra €l Estado de Guatemala

CLranda e¡ Eslado o alguna entid¿d esiaial esluvieren obligados a la entrega de cosa

c¡efa, deierminada o en especie. se ha.á e¡ requerirn enlc d€ sntreg€ y si no 6umple

se pondrá la coia en secliestrü judicial, resalviéndose en sentencia si pr-ocede ia

enirega ciefiniiiva.

Cuáncio ei Eslado o eiguna eniidad eslalal se ven ob,]¡gados a hacer en virtlrd de iilulo

ejecui¡vc que coniiene di¿ha cbl¡gacón; el ji..rez atendiendo ias cirsufistancias el Juez

señalafá un plazo para que cumpla le obligación y en casc no crrrÍpliere se f:j¿rá €l

incnto cle daño$ y per¡ricios. É¡ eje.utante puede pe{iir optar por pedir la J¡lación de

dañcs y perjuic¡os c blen qije se c!-rrr,lia la oi:'ligaclón de hacsr pc, un te!'cerc, si estn

fliere susceplible de realizarse y a co$ta Cel ejecuiado

Si la obliEacicn dal Estado o alguna de sus enildades , en vift.rd de consiar ccn aigun

!ílulo coisisie en el oiorgamientc de escrilura púbi¡"a ei lüez deberá diciar sentenc¡a

si pi'ocediere g no ess cicrgámienio, Cebiendo el j|]e¿ iijar ai defi]anCado el plazo de

lres dias pafa que eI Esiado. por ¡ieaiit iJe qu¡en ic represéfte en su caso esD-óclicc

oicrllue la esciiua correspondienie. En casc de rebeidia el juez cicrgará de oficia ia

esffiiufa, nombrándo aj noiario que el iñtere.iádo designe. a 6osla de este Llltiffio

Cuands la obiigación se ha originaCc pór queirranÍ3r ia obiigacÍcn ie ño hecer el juez

le filará Lrn p¡azo par6 que po;inga las cosas al esiedo an:erior.
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Es de mencionar que en ia práctica es muy d¡fic¡l que se llegue a presentar un proceso\+-..'

de este tipo en contra dei Esiado de Guaiemala, no obstante se llegase a presentar un

caso de estos, se deben lram¡tar analógicamente a los procesos de ejecución

especíales previstos en el Título l¡l del L'bro lll del Código Procesal Civil y Mercantil, tal

y como se analizo anteriormente.

4.4"4. La Ejecución de sentenc¡as d¡ctadas en contra del Estado de

Guatémala

En las ejecuciones de sentencia d¡ctadas en contra del Estado de Guatema¡a son

aplicables las disposiciones establecidas en la vía de apremio y ejecuciones

especiales. En caso que las obl¡gaciones que contenga la sentencia cons¡sia en ¡a

entrega de un bien inmueble, se procederá a poner,o en posesión de este a quien lo

ganó, para el efecto eljuez o¡rá al ejecutado por un plazo no mayor de diez dÍas. bajo

apercib¡m¡ento de ordenar el lanzam¡ento a su costa. Al respecto de este tipo de

ejecuciones no existe ningún proceso especial contemplado, por lo que se debe hacer

uso de las disposiciones contenidas en e¡ libro lV del Código procesal Civ¡l y Mercantil.

Previo a pasar a' siguiente capítu¡o, es muy ir¡poÍante hacer énfas¡s en lo hasta ahora

visto, ya que con ello nos podemos dar cuenta, de qu€ actualmente para poder ejecutar

civilmente al Estado de Guatemala, se aplica analóg¡camente lo contenido en el Código

Procesal C¡v¡l y Metcantil, es decir que no existe un proceso especial que prevea la

lorma de poder ejecutar y hacer efectiva tal ejecución en contra del Estado de
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Guatemala, pues de haber ana¡izado cada uno de los procesós iJe ejecución civ¡l y la\"-,"r1

forma de cómo se da c¡.jando el ejecuiado es el Estado de Guatemala, nos damos

cuenta de los vacios o laganas que nuesira legislación glatemalteca posee en cuanto a

elio, en especial a la efectividad de los n'¡ismos y de ahí deducimos ia necesidad que se

liene de insl¡rir en nuestra legislación guatemalteca. un proceso especial que prevea la

forma de ejecutar civilmente al Estado de Cuatemaia, ello sin poner en riesgo los

privi¡egios o caracierísiicas de que gozan sus fiienes, ta¡ y como ya se anal¡zo

anteriormente. Es por ello que 9n el siguienle capitulo se ha¡á una ptópuesta de un

decreto que contemple un proceso especial para ejecutar civilmenie al EsiaCo de

Güatemala. as' coíno de-nás entidades públ,c¿s.
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5. Propuesta de un proceso especia¡ para ejecutar c¡vilmente al Estado de

Guatemala

5.1, Anális¡s prel¡minar

Del anális¡s de lo hasta ahora visto en el presente trabajo, podemos deducir en primel

lugar, que el Estado como ente responsable del bien común, así como de garantizar a

los habitantes de la repúbl¡ca la vida, la libertad, la justicia, la seguridad, la paz y el

desarro¡lo integral, además es un ente dotado de personalidad jurid¡ca que la misma

ley le otorga, destacando de ello que efect¡vamente el Estado y sus entidades públicas,

cuentan con ciertas caracleríst¡cas que lo hacen un ente especial y es por ello, que la

m¡sma legislación guatemalteca debe contemplar Ia regulación especial, para poder

llevar a cabo una ejecución civil, contra este ente y hacer efect¡vos los mismos, sin

dejar por un lado las características o pr¡vilegios de que gozan sus bienes, ya que en la

actualidad tales procesos se s¡guen en forma analógica a lo contemplado en el Código

Procesal C¡vil y Mercantil.

Una de las mayores diflcultades que se dan en la actualidad, al no ex¡si¡¡ dentro de

nuestra leg¡slación guatemalteca un prcceso espec¡al para ejecutar c¡v¡lmente al

Estado de Guatemala, es el cumplimienio de pago, pues de nada serviría segu¡r todo

un proceso de ejecuc¡ón s¡ al final el Estado simplemente no hace efectivo el pago y el
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medio para exigir o hacer cumplir e|t.,.",,. . )actor o paÍicular ejecutante no cuenta co¡ un

pago.

En e¡ siguiente apartado se presenta un próyecto de ley, en el cual se ha previsto un

proceso especial para ejecutar civilmente al Estado de Guatemala, entidades

Descentralizadas, Autónomas, Municipa¡idades y demás entidades públicas, ya que

son tales eniidades a quienes la ley los ha revestido con característ¡cas especiales, y

es por el¡o que de igual forma se crea un proceso especial en la cual se prevee, desde

los titulos ejecutivos que pueden dar origen a tal proceso, el tramite a seguir,

contemplando siempre el derecho constitucional de defensa de la parte demandada y

principalmente la forma de pago, ya que en la aciualidad es la laguna o vacÍo legal que

más problemas presenta al momenio de seguirse un proceso de ejecución en contra

del Estado de Guatemala y ent¡dades relacionadas. Asítambién, es importante resaltar

sobre la responsabilidad del empleado o funcionario púb¡ico a cargo de la entidad

obl¡gada, pues como se analizo en los capítulos anteriores, la falta de cumplimiento a la

orden judicial, da lugar a deducir responsabilidad penal contra este, así como también

responsabilidad disciplinaria, a que todo empleado o func¡onar¡o público esta.ia sujeto

por el mal desempeño o talta de cumpl¡miento con sus obligaciones a¡ estar al freie de

una entidad pública.

Con el proyecto de ley a presentar, se espera motivar al organismo encargado, a

incorporar dentro de nuestra legislac¡ón guatema¡ieca tal proceso, y con ello llenar uno

de los más grandes vacios legales que nuestra actual legislac¡ón posee, tomando en
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cuenta que ello requiere de un anális¡s profundo, sin embargo con buena voluntad e\o"..-^..'

pos¡ble lograrlo.

'l

5,2. Proyecto de ley reguladora del proceso especial para ejecutar c¡vilmente

Estado de Guatemala

PROYECTO DE LEY

CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE GUATEMALA

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE GUATEMALA,

CONSIDERANDO:

Que el Estado liene como fin supremo la realizac¡ón del bien común de los

guatemaltecos y que su régimen económico y social se funC? en principics de justicia

social.

CONSIDERANDOi

Que es necesario y urgente la emis¡ón de un cuerpo legal que contemple un

procesc especial para ejecft?r ci!.riln¡enle -el Fstado de Guetemala, así cor't1o entidedes
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descentralizadas, autónomas y demás

conformidad a la Constitución Politica de

debe prevalece. sobre el interés paÍicular

instituciones públicas, sin

la República de Guaiemala,

, ,l'-i::,.i,. .. i,.

:i,15.",,.".
\' r {^¡

obvrar que de' "'

el interés social

En ejerc¡cio de I

Constitución Politica de I

POR TANTO:

as atribuc¡ones que confiere

a Repúb¡ica de Guatemala.

el artículo 171 ¡iteral a) de la

DECRETA:

La siguiente:

Ley Reguladora del Proceso Espec¡al para Ejecutar Civilmeñle al Estado de

Guatemala

CAPITULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Articulo L Objeto. La presente ley tiene por objeto normar el proceso Ejecutivo a

segu¡r por personas ¡ndividuales o jurídicas, cuando el ejecutado es el Estado,

ent¡dades Descent.alizadas, Autónomas, Mun¡cipal¡dades, así como las demás

instituciones que forman parte del sector público.
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Artículs ?. Competencia. Son coffpeieriles para conocel los pr'ocesos e]eclhvos ¿*']. . ,'

contra del Fstado de Guatemala y demás entidad€s indicadas en el arlicuio uno del

presente decreto, los jueces ordinarios en rnaierla civjl, según ¡as regias de

competencia conlenidas en e, Decreio Ley 106, Código proüesai Civii y Mercantil.

Artículo 3. Supletoriedad de Leyes. En cuáfito no conirarien el texto y los prjncipios

procesales que contier¡e este decrelo, se aplicarán supletoriamente las disposiciones

del Código Procesal Civ¡l y Mercantil y ia Ley de' OrEanisrno Judicial.

cAPiTuL0 I
PR*CHPEFICIA Y DÉ$ARROLLO

Articulo 4. Procedencia del Proceso Ejecutivo contra el Esiado de Guatemala. Procede

el proceso de Ejecutivo en contra del Estado de Guatemala, entidades

desceniralizadas y autónomas e ¡nstituciones públicas. en virt d de los s¡guienles

iltulos, siempre que traigan aparejada ¡a obl¡gación de pagar cantidad de dinero, liqu¡da

y exigible siendo tales insiiiuciones o eniidades los obligados:

1. Sentencia pasada en autor¡dad de cos a juzgada.

2. Convenios o Transacciones celebrada en escr¡tura púb,lica

3. convenio celebrado en juicio.

4. Testimonios de Escrituras Públicas.
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5. Toda clase de documentos que por

ejecutiva contra e¡ Estado, entidádes

públicas.

.<G;..
:; !Écr¿r^n¡':l

\''l-"_-":'
disposiciones especiales contengan fuerz\-,,. . "'
descentralizadas. autónomas o entidades

Articulo 5. Promovido eljuicio ejecutivo, el juez calificará el t¡tulo en que se funde y si

lo considerase suficiente y ia cantrdad que se reclama fuese liquida y exig¡ble,

despachará mandamiento de ejecución, ordenando el requerimiento al Estado o

entidad respectiva, y dará audienc¡a por el plazo de diez dias al ejecutado para que se

oponga y haga valer sus excepciones.

Artículo 6, S¡ el ejecuiado no compareciere a deducir opos¡c¡ón o a interponer

excepciones, vencido el térm¡no eljuez dictará sentencia, dec¡arando si ha lugar o no a

ejecución y en su caso hacer efectivo el pago.

Articulo 7. Si el ejecutado se opusiere, deberá razonar su opos¡ción y ofrecer la prueba

pert¡nente, cuyos requisitos serán esenciales para darle tramite a la oposic¡ón.

E! juez oirá por cinco días al ejecutante y con su contestación o sin el¡a, mandará a

recib¡r las pruebas, por el término de quince días comunes a ambas partes, si lo p¡diere

algtrna de ellas o eljuez io estimare necesario.

Art¡culo 8. Venc¡do el térm¡no de prueba, el juez se pronunc¡ará sobre 
'a 

opos¡ción y

en su caso, sobre todas las excepciones deduc¡das. Pero si entre éstas se hallare la
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de incompetencia, se pronunc¡ará sobre las reslantes sólo en el caso de habeÑ:.,,,.1/

rechazado la de incompetencia.

Si la excepción de incompetencia fuese acogida, el juez se abstendrá de pronunciarse

sobre ¡o demás. En este caso se aguardará a que quede ejecutor¡ada la resolución,

para decidirse las restastes excepciones y la oposición, por qu¡en sea competente.

Art¡culo 9, Cuando la reso'uc¡ón declare procedente la excepc¡ón de incompetencia,

dispondrá que los autos pasen a¡ juez competen¡e para la decisión del juic¡o, siendo

vá¡ido todo lo actuado anteriormente.

CAPITULO III

CUMPLIMIENTO DE PAGO

Articulo 10. Declarada con lugar la demanda ejecutiva, el juez ordenará al Estado de

Guatemala, entidades Descentral¡zadas, autónomas, o ¡nsiituc¡ón públ¡ca respectiva,

asignar en su presupueslo general para el ejercicio f¡scal siguiente, el monto

reclamado, tomando en cuenta lo previslo en el Manual de Clasil¡caciones

Presupuestaria para el sector Público.

Art¡culo 11" Fncontrándose firme ¡a sentencia, el pago se deberá efectuar dentro del

primer trimestre del ejercicio fiscal correspondienle.
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responsabilidad penal sobre el funcionado o empleado público, que resulte responsable

del reiraso o la falta de cumpl¡miento de pago, por los delitos que de ello resultaren, sin

perjuicio de las demás responsabil¡dades discipl¡narias o en su caso destitución sj

procediere.

Articulo 13, El Mi,risterio de Finanzas Públicas y los tesoreros generales paÍa el caso

de entidades con fondos propios, env¡aran en forma semestral al Congreso de la

República y Organismo Ejecutivo, informe sobre los pagos efectuados, con mot¡vo de

condenas emit¡das por ¡os tr¡bunales de justicia, indicando si los m¡smos ya han sido

pagados, cua¡es se encuentran pendienies de pago y la razón por la cual no se han

hecho efectivas los m¡smos.

Artículo 14. Por ningún motivo serán cancelados o transferidos los fondos asignados a

¡as partidas para el pago de sentencias judiciales, durante e¡ período fiscal

cotrespondiente.

CAPíTULO IV

EJECUCIONES ESPECIALES

Artículo 15. Cuando el titulo contiene obl¡gación de hacer y el actor ex¡ge la presiación

de¡ hecho, el juez atend¡das las circunstancias, señalará un término prudencial para

que se cumpla la obligaeión; en caso de incumplimiento el juez ordenará el pago de
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daños y perju¡cios, füando eljuez el monto de ellos y en caso de desacuerdo en

al monto fUado, se resolverá el asunto por la via Ce los incidentes.

En caso la obligac¡ón de hacer, puede real¡zarse por un tercero, el ejecutante podrá

solicila!' directamente la fijación de daños o perjuicios o ya sea la ejecución por un

tercero a costa del Estado, o ent¡dad respectiva.

Art¡culo 16. Si la obligación consiste en el otorgamiento de escritura pública, al dictar

sentencia dando con lugar ejecución, e! jue; fijará al Estado o entid?C respectiva el

término de cinco dias, para que la otorgue.

En caso de rebeldía, eljuez otorgará de oficio la escr¡tura nombrando para el efecto al

notarlc q,re el interee"d! dseigne a ccsia del Fstado o entld:C respecl¡Ja.

Artículo 17. S¡ Ia obligación consiste en no hacer, una vez quebrant¿da esta, el juez

fijare u: +4..'rinr ?l 
=s:3dc 

1 :ñtda4 'jc^.^(i . l?'2 -,a có:"¡1..:l l:: ccsas al

estado anterior y, en caso eslo no fuere pisibl.a, al l:ez tilzré Cañlq l, 1e.,,,;fi^s, se

resolverá el asrn|) de la nrisrna for¡na pievista en el afiícLrlo 15.

En casc füere pos¡ble p3n€rs" las rosa,{ ñl esta4q rnis.i¡¡ por Lin terceiii, el e-jecutante

p..lrá:c!!ci1?'alrerl"::.{err lij:lii.:J: ¡?ar,: I jr":'j1.rj:i.r ! t? :e3 se .r€pcrg"n las

cosas a!c:!"dc ?n1gria. ¡¡f !ró t¡rr.Ér¡i ? i^qi. .1Al F l,:c.r. ., artir¡2.1 !-es'rect¡/a
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Artículo 18^ Sola¡rente serán apelab¡es los auios que no admitan a trárrrrtc sl lurcro"

ejecuiivo espeeial, elde la sentencia y contr¿ ei qua ap[ieba la liquidación.

El tribunal de instancia señalará dia para la visia dentro de un tórm¡no que no exceda

de cinco diá$, pasado el cual resolverá dentro del p¡azo de tres días.

CAPITULO V

DISPOSICiONES FINALñS Y TRANSITORIAS

Artículo '19. Procesos fjecutivos en Trámite. Los procesos de ejecución que al

momenio de entrar en vigenc¡a el presente decreto, se sigan conira las entidades y

demás organismos públÍcos enumerados en e¡ ariículo 1, se seguirán kamitando

conforme a las disposiciones del Códigú Procesal Civi¡ y ffercantil. sin embargo

declarada con lugar el proceso ejecutivo, se procederá conforme al presente decreto en

cuantc a la tramitación del cumplimiento de pago.

Artículo 20. V¡gencia. El presente Decreto entrará en v¡genc¡á qu¡nce días después de

su publicación en el D¡ario Oficiál.

PASE AL ORGANISfuiO FJECUTIVO PARA SU PUBLICACIÓN Y CUMPLIMIENTO.
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5,2. Esquema del proyecto de ley reguladora del proceso especial para ejecutar ""

c¡v¡lmente al Estado de Guetémala

l RESOLUCIóN.

Apelable en caso de ser

negativa.

AUDIENCIA. Por 10

días al Ejecutado.

calif¡cacióñ de Títr¡lo

NOTIFICACIÓN Y

REQUERIMIENTO

oPostctÓN

DEL

FI ECUTADO

ElEstado no comparece

SENTENCIA

EL ESIADO 5E

OPONE
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SENTENCIA. Se

resuelven las

excepciones y en su

caso 5e ordena el

pago.

Con la orden de pago se

ordenara al ejecutado,

asignar en su

presupuesto general

para el ejercicio fiscai

siguÍente, con c¿rgo al

renglón presupuestario

núrñero ñovecientos

trece, el rnonto

reclamado.

Encontrándose los

fondos a d¡spos¡ción

del Estado o entidad

respectiva, el pago

se deberá efectuar

dentro del primer

trimestre de¡

ejercicio fiscal

correspond¡enté.

En caso de incumplimiento a lo

ordenado deberá certificar se lo

conducente alórgaño
jurisd¡ccional correspondiente.
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coNcLusroNEs

1. El Estado, como peÍsona juríd¡ca que es, y para el cumplimiento de sus fines,

adquiere derechos y obligaciones, lo que da lugar que sea sujeto pasivo en

procesos de ejecuc¡ón. La forma de cómo el Estado puede adquirir derechos y

obligaciones se encuentE regulado en var¡os preceptos legales, espec.ialmente en

el Decreto 57-92 del Congreso de la República, Ley de contrataciones del Estado.

2. Los procesos de ejecuc¡ón regulados en el Código Procesal Civil y Mercanti¡, son

los utilizados por los part¡culares para exigir el cumplimiento de ob¡igaciones por

parte del Esiado, no existiendo un proceso de ejecución especial, para ejecutar

civilmente al Estado de Guatemala.

3. El hecho de deducir responsabilidad sobre el funcionario o empleado público,

resulta una forma efectiva para el particular que entabla un proceso de ejecución

contra el Estado, para lograr el cumplimiento de la obligación.

4. Las características que gozan los bienes del Estado, en especial el de

inembargab¡l¡dad, convierten al Estado en una persona juríd¡ca especial, que lo

hace difeÍente a ¡as demás personas ind¡v¡duales o jurídicas.
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RECOMENDACIONES

1. Es necesar¡o que el Estado de Guatemala contemple, dentro de su presupuesto, un

fondo destinado exclus¡vamente para el pago de adeudos, al momento de resultar

condenado judic¡almente al pago de ciertos montos, por obligac¡ones previamente

contraídas.

2. Es de suma ¡mportanc¡a que el Organ¡smo Judicial fortalezca la administrac¡ón de

justicia, orientando a los jueces de la materia sobre cómo resolver, al presentarse

un proceso e.iecut¡vo contra el Estado de Guatemala, a manera de asegurar el

cumplimiento de las obl¡gaciones contraídas por el Estado, frente a un particular,

sin poner en riesgo su patrimonio y el func¡onam¡ento del m¡smo.

3. Es necesario que el func¡onar¡o o empleado públ¡co, a cargo de una institución del

Estado, vele por el estricto cumplimiento de cada una de las obligac¡ones

contraídas por éste, evitando con el¡o ser el responsable en forma solidaria mn el

Estado por el ¡ncumpl¡m¡ento de las m¡smas.

4. Al momento de crearse un proceso especial para ejecutar civ¡lmente al Estado de

Gualemala, se deben respetar cada una de Ias ca¡acterísticas constitucionales de

que gozan sus b¡enes.

99



.,ir'1"'"."'c

.ji sri,¡,.., !É
\.r.-.. _li

100



BIBLIOGRAFíA

ABREU DALLARI, Ad¡lson. Contratos administrativos.
Argentina: Ed. Astea, 1982. 238 págs.

CASTILLO GONZÁLEZ, Jorge Mario. Oerecho administrativo.
Guatema¡a: Ed. lmpresiones grálcas de Guatemala, 2002.

,á;l)-
¿t';..".;ir,".J.
é'S s¿¿-;r,n" 

".Í\';.-
\-_"..-

2t.; Buenos A¡res,

AGUIRRE GODOY, Mar¡o. Derecho procésal c¡vil guatemalleco. Guatemála:
Ed. Un¡versitaria, 1969.

AGUIRRE GODOY, Mario. Derecho procesal civil. Guatemala: Ed.
Universitaria, 1973.

ARELLANO GARCíA, Carlos. Derecho procesal civil.2á. ed.; Mex¡co: Ed.
Ponúa, 1987.

BARTRAT, Roger. Breve d¡cc¡onario de soc¡ología marx¡xta. Méx¡co D.F.: Ed.

Grijalva, 1973.

BERCAITZ, M¡guel Ángel. Teor¡a general de los contratos admin¡strativos.
2". ed.; Buenos Aires, Argent¡na: (s.e.), 1980. 240 páqs.

BIELSA, Rafael, Derecho const¡tuc¡onal. Buenos Aires, Argent¡na: Ed. Pirámide, S. A.
2004

CABANELLAS, Gu¡l¡e¡mo. Diccionario de derecho usual. 11., 2t y 3t.; Buenos Aires,
Argent¡na: Ed. Talleres Gráflcos Dulau Raüch, 1968.

CALDERÓN MORALES, Hugo Haroldo. Derecho adm¡nistrat¡vo. 1t; Guatemala: Ed.
Estudiantil Fén¡x.2003 439 págs

101

134 ed.;



f]D
ii s¡c+r^iu ?É

\ i:, 

- 

i:i\'- ¡-
Buenos Aire$",,.''COUTURE, Edua¡do J. Fundamento de derecho procesal c¡vil.

Argentina: Ed. Depalma, 1958.

DE PINA, Rafael. Dicc¡onario
(s.f.). 478 págs.

D¡ccionario enciclopédico de
2003.

de derecho, 10".

derecho usual. 8t, 28' ed; Colomb¡a: Ed El¡asta,

DIEZ, Manuel María. Derecho admin¡strativo.
Ameba, 1965. 110 págs.

2". ed.: Buenos Arres. Argent¡na: Ed.

Porrúa, S.A.,

DORMí, José Roberto. La ¡mprevisión
Aires, Argentina: Ed. Astea, 1,988.

en los contratos administrativos. Buenos
205 págs.

del derecho. Buenos Aires, Argentina: Ed.DUGUIT, León. Las transformac¡ones
Helasia, 1975. 370 págs.

Enciclopédia ¡uríd¡ca OMEBA. 23 t.; Argentina: Ed. Bibliográf¡ca, (s.f.). 2167 págs.

ESCOLÁ, Hector Jorge. El ¡nterés público como fundamento del derecho
admin¡strat¡vo. 2a. Ed.; Buenos A¡res, Argent¡na: Ed. Depalma, 1,981. 314
págs.

FERNANDEZ ASTUDILLO, J.M.. Contratac¡ón adm¡nistrat¡va. Barcelona, España:
Ed. Bosch, 2,000. 310 Págs.

FERNÁNDEZ DE VELASCO, Ricardo. Los contratos administrat¡vos. Madrid,
España; (s.e.), 1,977. 310 págs.

Fundación tomas moro. D¡cc¡onario ¡uríd¡co espasa. Madrid, España: Ed. Espasa
Calpe, S.A., 1,999.

102



":';;,.,"i,
;; sÉcrÉr¡ir¡ !'

\ !,,_ 

- 

¡i
\.

D F P¡}."'*',"GARCIA MAYNEZ, Eduardo. lntroducción al estúdio del derecho, Mexico,
Porrúa S.A. 1993.

GÓMEZ GONZALEZ, Mar¡ano. Conces¡ones adm¡nistrativas. España: Ed. Astrea,
1987, 184 págs.

GORDILLO, AgustÍn. Tratado de derecho administrat¡vo. 2t.; Buenos Aires,
Argentrna: (s.e.), 1982. 284 págs

MEZA DUARTE, Er¡c. lntroducc¡ón al derécho administrativo guatemaltéco. 34. ed.;
Guatemala: (s.e.), 1,990.

NAVA NEGRETE, AIfonso. Contrato admin¡strativo. 2t.; Caracas, Venezuela: (s.e.),
1988.

PACHECO GÓMEZ, Máximo. lntroducción al derecho. Sant¡ago, Chile: Ed. Jurídica,
1976. 865 págs.

PUIG PEÑA, Federico. Compendio de derecho c¡vil español. 1t.; 3á. ed.; Madr¡d,
España: Ed. Pirám¡de, S.A., 1976.

ROJINA VILLEGAS, Rafael. Compendio de derecho civil lll. 7'. ed.; México, D.F.:
Ed. Porrúa, S.A., (s.f.).

SANTIS MELENDO, M., Doctrina general del contrato adm¡nistrativo. Mexico: Ed.
Porrúa, 1997. 210 págs.

Leg¡slación:

Const¡tución Polít¡ca de la Repúb¡ica de Guatemala.
Constituyente, 1986.

Asamblea Nacional

Código Civil. Enrique Peralta Azurdia, Jefe de Gobierno de la República de
Guatemala, Decreto Ley 106, 1964.

103



Código Procesal C¡vil y Mercantil. Enrique Peralta Azurd¡a, Jefe de
Repúbl¡ca de Guatemala, Decreto Ley 107, 1964.

Código Fiscal. Justo Ruflno Barr¡os, General de D¡v¡sión y pres¡dente Constitucional
de la República, Decreto 261. 1881.

Ley de Probidad y Responsabilidad de Func¡onarios y Empleados Públicos.
Congreso de la República de Guatemala, Decreto número a2-2o02, 2002

Ley de Contraiaciones del Estado. Congreso de la República, Decreto número 57-
92, 1992.

Ley del Presupuesto General de lngresos y Egresos del Estado para el Eiercicio
F¡scal 2012. Congreso de la República, Decreto número 33-2011.

Ley del Organ¡smo Ejecutivo. Congreso de la República, Decréto número 114-97,
1997

Ley del Organismo jud¡c¡al. Congreso de la República, Decreto número 2-89, 1989

Ley Orqán¡ca del Presupuesto. Congreso de la República, Decreto número 101-97, 1997.

Reglamenlo de la Ley de de Contrataciones del Estado. Presidente de la República
de Guatemala, Acuerdo Gubernativo 1056-92. 1992.

Reglamento de la Ley del Presupuesto. Presidente de la Repúbl¡ca de Guatemala,
Acuerdo Gubernativo 240-98. 1998.

104


